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Introducción
C

A
P

. 
1

L as organizaciones feministas vienen cumpliendo un papel re-
levante en la promoción, defensa y garantía de los derechos 

sexuales y reproductivos de las mujeres en diferentes regiones, 
muestra de ello es el trabajo de organizaciones como RED DEFEM-
SORAS1 de Boyacá, la Red Huilense de Defensa y Acompañamiento 
en DSR2 -RHUDA del Huila y YUKASA3 del Quindío, quienes desa-
rrollan de forma local y regional acciones para el abordaje de los 
asuntos de género y acceso efectivo a los derechos de las mujeres  
 
 
 

1	 Red DefemSoras es una organización feminista que defiende y 
promueve los derechos de las mujeres desde sus diversidades. A través 
de su trabajo le apuestan a la erradicación de todas las formas de vio-
lencias de género en el departamento de Boyacá. 

2	 RHUDA es una articulación regional de activistas que, desde sus ám-
bitos de acción y su perfil profesional (trabajo social, psicología, me-
dicina, docencia, ciencia política, entre otros), aúna esfuerzos para el 
posicionamiento de la defensa de los derechos sexuales y reproduc-
tivos en diferentes escenarios. 

3	 Yukasa Feminista, primera casa cultural feminista del Quindío. Está a 
cargo de la línea de incidencia política feminista, así como también de 
brindar información y acompañamiento para el acceso a derechos de 
mujeres y personas diversas del departamento. Vigente hasta 2021.
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en sus diversidades. Así mismo, han sido las organi-
zaciones feministas las encargadas de identificar y 
enfrentar con las mujeres las múltiples barreras que 
experimentan al momento de acceder principalmente 
al aborto seguro y legal en los territorios. 

Por tal razón, las organizaciones descritas, con el apoyo 
técnico y acompañamiento metodológico de La Mesa 
por la Vida y la Salud de las Mujeres4, han realizado de 
forma simultánea investigaciones que pretenden, por 
un lado, evidenciar las necesidades de las regiones en 
el ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos 
(DS Y DR ) y, por el otro, incidir a nivel regional para 
que las mujeres y personas con capacidad de gestar 
logren justicia social y reivindiquen su derecho a la 
autonomía reproductiva. 

Este diagnóstico profundiza sobre el panorama que 
afrontan las mujeres boyacenses al momento de ejercer 
su derecho a la interrupción voluntaria del embarazo 
(IVE). Se desarrolla una metodología mixta de inves-
tigación, cuyo periodo de estudio oscila entre los años 
2015 y 2019 y fue aplicada en las tres ciudades cen-

4	 “La Mesa por la Vida y la Salud de las Mujeres es un 
colectivo feminista activista que defiende los derechos 
sexuales y reproductivos de las mujeres, especialmente 
el derecho al aborto en todas las circunstancias, aportan-
do a la igualdad, a la eliminación de la discriminación 
contra las mujeres y al pleno reconocimiento de su liber-
tad, construyendo democracia en Colombia” para mayor 
información pueden consultar la siguiente página web: 
https://despenalizaciondelaborto.org.co/la-mesa/ 

https://despenalizaciondelaborto.org.co/la-mesa/


[ I n t r o d u c c i ó n ] 

13 

trales del departamento (Tunja, Duitama y Sogamoso), 
lo que permite destacar las diferentes voces que se 
relacionan con la prestación y acceso al servicio de in-
terrupción voluntaria del embarazo en Boyacá5. 

Este documento se estructura en los siguientes apar-
tados; en primer lugar, la metodología, en donde se 
describen las diversas técnicas de recolección de infor-
mación; en segundo lugar, se analiza el contexto boya-
cense en torno a indicadores de salud sexual y repro-
ductiva de las mujeres; en tercer lugar, se presenta el 
análisis de los hallazgos encontrados, y, finalmente, las 
conclusiones y recomendaciones del estudio. De forma 
transversal, el diagnóstico analiza la implementación 
de la Sentencia-C-355 del 2006 en el territorio boya-
cense, para que con ello se construyan estrategias de 
acción política y de transformación social que permitan 
aportar a la garantía de los derechos humanos de las 
mujeres en condiciones de igualdad.6 

5	 Defensoría del pueblo, Fiscalía, ICBF, EPS Famisanar, IPS 
Tunja, Sogamoso y Duitama, Secretaría Departamental 
de Salud, secretarías locales de salud de Tunja, Duitama y 
Sogamoso. Universidad Pedagógica y Tecnológica de Co-
lombia UPTC. Participación de la sociedad civil, referida 
a organizaciones de base comunitaria y sindical.

6	 Al momento de imprimir este Diagnóstico la Corte Con-
stitucional emitió la Sentencia C-055 de 2022 en donde 
se “declara exequible la tipificación del delito de aborto 
consentido, en el sentido de que no se configura el delito 
cuando la conducta se practique antes de la semana 24 
de gestación y, sin sujeción a este límite, cuando se pre-
senten las causales de que trata la Sentencia C-355 de 

2006. Finalmente, exhortó al Congreso de la República 
y al Gobierno nacional a formular e implementar una 
política pública integral en la materia”. Esta histórica 
decisión supone un avance importantísimo en los dere-
chos de las mujeres y personas con capacidad de gestar, 
y supone retos en la implementación y en la eliminación 
de barreras para el acceso efectivo a este derecho. Esta 
Sentencia es un logro del Movimiento Causa Justa que 
busca la eliminación del delito de aborto del Código 
Penal y que en 2020 puso una demanda que dio pie a 
esta discusión y a este avance en materia de derechos. 
La Mesa por la Vida y la Salud de las Mujeres es pionera 
de este movimiento y Red Defemsoras ha liderado las 
acciones de movilización, pedagogía y comunicaciones 
de Causa Justa en Boyacá. 
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Metodología
C

A
P

. 
2

E sta investigación hace uso de técnicas cualitativas y cuanti-
tativas para analizar integralmente la implementación de la 

sentencia C355 de 2006 en Boyacá durante el periodo compren-
dido entre los años 2015 y 2019 en Tunja, Duitama y Sogamoso, 
dada la densidad poblacional que se concentra en estas ciudades 
y el gran número de acceso en salud por parte de las mujeres en 
dichos territorios (ASIS Boyacá, 2018). Para este documento se 
consideró importante la participación activa de informantes clave, 
así como las prácticas y percepciones de las participantes que 
dan cuenta de las particularidades del territorio boyacense y la 
construcción social del mismo. Así pues, bajo estos preceptos se 
construyen instrumentos que permiten generar conversaciones 
con las personas, entidades y organizaciones inmersas en el acceso 
y defensa de los derechos de las mujeres. 

Con lo anterior, se escogió una muestra de tipo intencional con-
centrada en 113 actores distribuidos en instituciones públicas de 
salud, educación, protección y justicia, organizaciones de base co-
munitaria, estudiantes universitarias, sociedad civil y profesiona-
les de la salud de las ciudades de Tunja, Sogamoso y Duitama. Se 
debe anotar que el 95 % de las mujeres de la muestra participaron 
en la aplicación de las entrevistas y talleres (ver anexo A).
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Para establecer una medición inicial y mostrar el pano-
rama general del estado de los derechos sexuales y re-
productivos en Boyacá, dentro de los cuales se incluye 
la interrupción voluntaria del embarazo, se realizó una 
exploración estadística de la información consignada 
en documentos oficiales y para contrastar y alcanzar 
una confiabilidad mayor en las cifras, se enviaron 16 
derechos de petición a las entidades mencionadas que 
realizan reportes a los sistemas de información y re-
gistro de los temas asociados al estudio.

Dada la naturaleza de este estudio, se utilizó como téc-
nica cualitativa la entrevista a profundidad7, dirigida a 
médicas, enfermeras y psicólogas vinculadas a alguna 
institución prestadora del servicio de IVE o relacionada 
a ella; este tipo de herramienta contiene una batería de 
preguntas ligadas a la interpretación personal y profe-
sional sobre la IVE en Boyacá. De igual forma, se rea-
lizaron entrevistas semiestructuradas a mujeres que 
accedieron a este derecho desde la Red Hospitalaria de 
Boyacá para contrarrestar la información referida por 
los actores institucionales. 

7	 La entrevista a profundidad sigue el modelo de “plática 
entre iguales”, “encuentros reiterados cara a cara [en 
este caso a través de Google Meet] entre el investigador 
y los informantes, reuniones orientadas hacia la com-
prensión de las perspectivas que tienen los informan-
tes respecto de sus vidas, experiencias o situaciones, tal 
como las expresan con sus propias palabras” (Taylor & 
Bogdan, 1990).

Otra técnica aplicada fue la de talleres participativos8, 
se implementaron cinco de estos instrumentos, diri-
gidos a estudiantes de la UPTC, integrantes de orga-
nizaciones feministas, mujeres representantes de las 
plataformas de juventudes, mujeres de los Consejos 
Consultivos y profesoras afiliadas al sindicato de maes-
tros Sindimaestros. El objetivo fue conocer las percep-
ciones e imaginarios de las participantes sobre la IVE 
y la manera como se reproducen los discursos en sus 
entornos. Para el análisis de la información recolectada 
se establecieron dos grupos de participantes, de acuer-
do al curso de vida9; definiendo tres categorías: aborto, 
imaginarios colectivos y despenalización total. Gracias 
al diseño metodológico de estos talleres, fue posible 
proporcionar información relevante y confiable a las 
participantes acerca del acceso a la IVE y su defensa 
como un derecho fundamental de las mujeres. 

8	 Este instrumento de recolección de información sirve 
para identificar percepciones, entendidas como un 
proceso de formación de representaciones mentales a 
partir de la realidad externa (Oviedo, 2004). Sumado a 
esto, dadas las restricciones derivadas de la pandemia 
mundial por el COVID-19, los talleres se realizaron de 
forma virtual, por medio de la plataforma Google Meet, 
entre noviembre y diciembre del año 2020.

9	 Para la división de estos grupos se tuvo como criterio prin-
cipal la edad de las participantes de acuerdo a las simili-
tudes en sus percepciones; con esto, se establecieron dos 
grupos: mujeres jóvenes y mujeres de la adultez media. 
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La información recolectada a través de la aplicación de 
los instrumentos consignados en el Anexo A se siste-
matizó con base en la selección y categorización de las 
temáticas de interés, que incluyó la organización de los 
datos, la transcripción del contenido y el análisis de la 
información. Este tipo de metodología permite analizar 
las relaciones entre la información recolectada por me-
dio de los diferentes instrumentos aplicados. Con dicho 
propósito, se acude a dos métodos para el análisis de 
la información, por un lado, una matriz de contenido 
para los talleres y derechos de petición y, por el otro, el 
programa computacional AtlasTi para la sistematización 
de las entrevistas a las profesionales, que consistió prin-
cipalmente en la transcripción directa con base en las 
respuestas de cada participante por categoría-pregunta, 
definiendo ocho categorías.10 Luego, se inició el proceso 
de codificación, teniendo como resultado una red se-
mántica. Por último, se contrastó lo referido por las y los 
profesionales con las experiencias de dos mujeres que 
accedieron a la IVE desde la Red Hospitalaria boyacense.

10	 Particularidades de la Sentencia C355 del 2006, percep-
ciones de las/os profesionales acerca de las mujeres 
que acuden a los servicios de IVE, percepciones sobre 
los abortos ilegales, relación entre creencias religiosas y 
prácticas en salud, barreras institucionales basadas en el 
desconocimiento del marco legal, fallas en la prestación 
del servicio de salud, prácticas profesionales respecto 
a la IVE, formación universitaria en el acceso a la IVE y 
despenalización total del aborto.
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Contexto 
regional C

A
P

. 
3

3.1 El departamento de Boyacá 

Boyacá está conformado por 123 municipios y 13 provincias. Se 
ubica en la Cordillera Oriental, al centro del país, y limita con los 

departamentos de Santander, Norte de Santander, Antioquia, Arau-
ca, Casanare, Cundinamarca, Meta y Caldas, también con el país 
de la República de Venezuela (Gobernación de Boyacá, 2012). Con 
respecto a la población, en el 2018, Boyacá contaba con 1.135.698 
habitantes: 576.614 mujeres (50, 8%) y 559.084 hombres (49,2 
%). En ambos sexos la población está concentrada en un rango de 
edad entre los 15 y los 19 años. Aunque la mayoría de esta población 
se encuentra en las cabeceras municipales (60,1 %), el 39,8 % vive 
en centros poblados y rural disperso, dicho porcentaje se encuentra 
17 puntos por encima del total nacional (22,5 %) (DANE, 2018). 
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Imagen 1. Ubicación geográfica del departamento de Boyacá.  
Fuente: Diseño propio.
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En el departamento, la población se concentra principal-
mente en las tres capitales  de las provincias  Centro, Su-
gamuxi y Tundama; Tunja, Sogamoso y Duitama,11 en los 
cuales la población de mujeres sobrepasa el 50 % del to-
tal de la población. Además, allí se concentran las cifras 
de atención en servicios de consulta de salud y urgencias 
para las mujeres de diversos municipios del departamento  
(ASIS Boyacá, 2018). 

3.1.1. Tunja
Tunja es la capital del departamento de Boyacá, consi-
derada una ciudad intermedia (Soto, 2016). Está ubi-
cada en la provincia centro, sobre la Cordillera Oriental 
de los Andes. Limita con los municipios de Motavita, 
Cómbita, Oicatá, Chivatá, Soracá, Boyacá, Ventaquema-
da, Samacá, Cucaita y Sora. Cuenta con una extensión 
territorial de 118 kilómetros cuadrados, de los cuales, 
el 87 % corresponde al área rural y el 13% corresponde 
al área urbana (Medina, 2019).

En el 2018 la capital del departamento contó con 
172.548 habitantes, en su mayoría concentrados en la 
zona urbana (94 %) y solo un 5% en el sector rural. 

11	 Tunja. Población cabecera municipal: 163.894. Porcen-
taje 94 %. Centro poblado y rural disperso:8.654.

	 Duitama: Población cabecera municipal: 107.520. Por-
centaje 88.5 % Centro poblado y rural disperso: 13.916.

	 Sogamoso: Población cabecera municipal: 111.815. Por-
centaje: 88 %. Centro poblado y rural disperso: 15.420.

Según el Plan de Ordenamiento Territorial, Tunja está 
conformada por más de 246 barrios y 10 veredas (Plan 
de Desarrollo, 2020).

De acuerdo al sexo de sus habitantes, la población está 
mayoritariamente representada por mujeres, ya que cuen-
ta con el 52,9 % del total (91.118), en contraste con la can-
tidad poblacional de hombres, que corresponde al 47,1 % 
(81.430). En cuanto a las edades de las mujeres, estas se 
concentran en el rango de 17 a 28 años, y los hombres en 
un rango de edad entre los 17 y los 25 años (DANE, 2018). 

Según los datos presentados el 26 de julio de 2019 
por el director del DANE ante el Concejo Municipal de 
Sogamoso, el comportamiento entre Tunja y Boyacá 
respecto a la dinámica de la migración interna (intra-
departamental) se resume así: 

Tabla 1. Migración intradepartamental Tunja y otros 
municipios de Boyacá
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Fuente: Presentación resultados CNVP Sogamoso, Tunja, 
Boyacá; Julio 26 de 2019, DANE.
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3.1.2. Duitama 
El municipio de Duitama es la capital de la provincia del 
Tundama, localizada en el Valle del Alto Chicamocha, 
en la región del altiplano cundiboyacense, sobre la Cor-
dillera Oriental de los Andes, en el centro del país y se 
encuentra sobre el corredor industrial de Boyacá (PDM 
“sembrando civismo, Duitama florece 2020-2023”).

Según las cifras del Censo Nacional de Población y Vi-
vienda del DANE, en el 2018 la distribución por área geo-
gráfica mostró un área urbana de 107.520 habitantes, 
correspondiente al 88,5 %, y un área rural de 13.916 habi-
tantes, equivalente al 11,5 % de la población total, la cual 
fue de 117.606 habitantes, distribuidos en 19 veredas.

La población está conformada principalmente por 
mujeres (61.644), y en menor medida por hombres 
(55.962). La edad de las mujeres se concentra entre 
los 15 y los 24 años, y la de los hombres se concentra 
entre los 15 y los 19 años (DANE, CNPV 2018).

3.1.3. Sogamoso
Sogamoso es la capital de la Provincia de Sugamuxi, se 
encuentra ubicada en el centro oriente del país, a una 
latitud de 5º 42’ 57” norte y una longitud de 72º 55’ 38” 
oeste (ASIS Sogamoso, 2019). En cuanto a la división 
administrativa, el área urbana del municipio cuenta con 
74 barrios y 17 veredas legalmente constituidas (ASIS 
Sogamoso, 2019). De acuerdo a las proyecciones de po-

blación del CNPV, en el año 2019, Sogamoso contó con 
120.460 habitantes, con una proyección de crecimiento 
del 0,2721 % anual, con relación al año 2018. El 88 % de su 
población se encuentra en zona urbana y el 12 % en zona 
rural. La distribución según el sexo corresponde al 47,6 % 
de población masculina y 52,4 % de población femenina. 

En el municipio de Sogamoso la población pobre, según el 
IPM, corresponde a 34.279 habitantes, de una población 
muestral de 112.418 habitantes, lo que señala un nivel de in-
cidencia de la pobreza multidimensional del 30,49 %, (PDM 
Sogamoso tarea de todos, 2020-2023). Esto permite infe-
rir que un tercio de la población se encuentra en la pobreza.

Respecto a la migración (intradepartametal) entre 
Boyacá y Sogamoso, los datos presentados el 26 de 
julio de 2019 por el director del DANE ante el Concejo 
Municipal de Sogamoso señalan:

Tabla 2. Migración intradepartamental entre 
Boyacá y Sogamoso
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Fuente: Presentación resultados CNVP Sogamoso, Tunja, 
Boyacá; Julio 26 de 2019, DANE.
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Los principales destinos de Boyacá de los emigrantes de 
Sogamoso son Tunja, Duitama, Nobsa, Tibasosa y Firavi-
toba, que se corresponden con las ciudades de origen de 
los inmigrantes en Sogamoso, lo que permite suponer 
que su condición de capital de provincia atrae a los ha-
bitantes de municipios cercanos, quienes se trasladan 
con el fin de aprovechar las oportunidades que brinda 
la ciudad en materia económica, de servicios y equipa-
mientos urbanos.

Tabla 3. Inmigrantes desde Venezuela a Boyacá

Inmigrantes desde Venezuela

Hace 12 meses

Tunja 544

Sogamoso 182

Otros municipios de Boyacá 2850

Total 3576

Hace 5 años

Tunja 1017

Sogamoso 458

Otros municipios de Boyacá 5886

Total 7361

Fuente: Presentación resultados CNVP Sogamoso, Tunja, 
Boyacá, Julio 26 de 2019, DANE.

Es importante señalar que la crisis política de Venezuela 
ha generado el tránsito migratorio de millones de ve-
nezolanos/as al territorio colombiano, con un impacto 
considerable sobre el territorio boyacense, debido a las 
múltiples necesidades que enfrenta dicha población, 

las cuales no son satisfechas en el departamento. Es 
preciso llamar la atención en las cifras que reflejan que 
el departamento es un territorio de tránsito para la po-
blación migrante, y valdría la pena mencionar que desde 
el trabajo comunitario realizado por Red Defemsoras se 
reconoce que una necesidad impostergable en la po-
blación es la atención y acceso a derechos sexuales y 
reproductivos al interior de la región. 

3.2 Salud sexual y 
reproductiva de las 
mujeres en Boyacá

3.2.1 Mujeres en edad  
reproductiva en Boyacá 
Según el Censo Nacional de Población y Vivienda 
(CNPV) en Boyacá a partir del 2015 las mujeres en 
edad fértil aumentaron en baja proporción en el depar-
tamento, encontrando que en el 2018 existían 350.242 
mujeres en edad reproductiva12. Además, es de precisar 
que, del total de nacimientos, la mayoría se presentan 
en adultas jóvenes entre los 20 y los 25 años, le siguen 
en número los embarazos de mujeres entre los 25 y los 

12	 Las mujeres en edad reproductiva se ubican entre los 10 
y los 49 años. 
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29 años y, por último, en adolescentes entre los 15 y los 
19 años de edad en todo el territorio, para el quinquenio 
de estudio (DANE, 2015-2019).

3.2.2 Tasa bruta de natalidad (TBN)
La tasa bruta de natalidad (TBN) en Boyacá muestra un 
comportamiento de decrecimiento año a año, pasó de te-
ner una tasa de 13,52 en el 2015 a una de 11,77 nacimien-
tos por cada 1.000 mujeres en edad fértil en el 2019.13 
De igual forma la tasa general de fecundidad en el depar-
tamento presenta una pequeña variacion tendiente a la 
dismunición, ya que en 2015 la TGF fue del 2.53 y en 2019 
dismunyo en 10 puntos, indicando que el numero prome-
dio de hijos que una mujer boyacense alcanzaria al final 
de su edad reproductiva es de 2,43 (ASIS Boyacá, 2018). 

Tabla 4. Tasa Bruta de Natalidad por municipios 
2015-2019

Municipio 2015 2016 2017 2018 2019

Duitama 13,95 13,76 13,57 13,35 12,09

Sogamoso 21,08 20,59 19,67 18,73 11,58

Tunja 16.06 15,26 14,51 13,77 12,6

Fuente Estadísticas vitales-DANE. Nacimientos 2015, 2016, 
2017,2018 y 2019.

13	 La TBN de Boyacá se calculó según datos del 2018, de 
acuerdo con el Censo Nacional de Población y Vivienda 
DANE (CNPV).

En el quinquenio, los índices de TBN en los municipios 
de Tunja, Duitama y Sogamoso estuvieron por encima 
del registro del departamento, pero se evidencia un 
decrecimiento paulatino desde el 2015 hasta el 2019; 
sin embargo, el municipio que mostró mayor reducción 
fue Sogamoso, que pasó de 21,08 nacimientos en 2015 
a 11,58 nacimientos por cada 1.000 mujeres en edad 
fértil en 2019.

3.2.3 Número de nacimientos 
Como era de suponerse, en el quinquenio definido, el 
número de nacimientos presentó un significativo de-
crecimiento del 13,6 % en el departamento, pasando 
de 15.360 nacimientos, en el año 2015, a 13.259 en el 
2019. Así como indicó el informe de análisis situacional 
de salud (ASIS Boyacá, 2018), la disminución signifi-
cativa de los nacimientos en el departamento puede 
deberse tanto a factores económicos relacionados con 
el poco interés de la población en edad reproductiva de 
procrear, a razón de los altos costos de la vida actual, 
además de las nuevas condiciones culturales, referidas 
al incremento en el uso de anticonceptivos y la inter-
nacionalización de los núcleos familiares pequeños 
(Salamanca y Rodríguez, 2011). 
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3.2.4 Nacimientos por municipio 
Tunja, Sogamoso y Duitama  
2015 a 2019
La ciudad de Tunja registró un comportamiento cohe-
rente con el departamento en términos de disminución 
de nacimientos, particularmente significativo en el año 

2018 y 2019.14 Según las cifras del DANE, en Duitama se 
observó una disminución paulatina del 13,2 % en el núme-
ro de nacimientos del 2015 (1.641) al 2019 (1.423). Y en 
Sogamoso el número de nacimientos disminuyó cerca del 
45% entre 2015 y 2019, siendo el 2019 el año en el que 
se concentró dicha disminución de forma significativa. 

3.2.5 Número de nacimientos en 
mujeres menores de 15 años
Los partos en menores de 15 años en Boyacá presentan un 
decrecimiento paulatino, se pasó de 84 casos en el 2015 a 
56 casos en 2019. La mayoría de estos ocurren en los mu-
nicipios de Puerto Boyacá, seguido por Tunja y Sogamoso 
(Boletín epidemiológico, 2015–2019). De acuerdo a esta 
tendencia, en los municipios de Tunja, Duitama y Sogamo-
so se presentó un comportamiento similar al del depar-
tamento en términos de reducción de partos y nacimien-
tos. Durante los cinco años comprendidos en el estudio, la 
maternidad en niñas menores de 14 años en el territorio 
boyacense no superó el 2 % del total de los nacimientos.

14	 Es de destacar que el dato tomado del DANE fue elegido 
para efectos de la especificidad de los nacimientos para 
las mujeres residentes de Tunja; sin embargo, si se tomará 
el registro del sitio de parto, el número de nacimien-
tos aumentan considerablemente hasta en un 50 %, 
 posiblemente porque, al ser la capital del departamento, 
brinda el servicio de parto seguro a otros municipios. 

Fuente: Gráfica elaborada a partir de las estadísticas por tema 
del DANE (nacimientos y defunciones) del 2015 al 2019.
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Gráfica 1. Número de nacimientos en Boyacá, 2015, 
2016, 2017, 2018 y 2019
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3.2.6 Nacimientos en madres 
jóvenes menores de 19 años 
Los nacimientos en mujeres jóvenes menores de 19 
años presentan una significativa disminución en los cin-
co años abarcados por este estudio, se pasó de 15.360 
nacimientos en 2015 a 13.254 en 2019, esto constituye 
una disminución del 26 % (DANE, 2015-2019). 

3.2.7 Métodos  
de planificación familiar 
Se observa un aumento sostenido en el uso de métodos an-
ticonceptivos durante el periodo de análisis, posiblemente 
por las estrategias institucionales implementadas en tér-
minos de educación y sensibilización que fueron efectivas, 
de acuerdo al importante aumento en el uso de estos méto-

Gráfica 2. Partos en menores de 15 años, Boyacá  
2015-2019

Fuente: elaborada a partir de los datos del Boletín Epidemiológico 
de Boyacá de la semana 52 del año 2019.
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Gráfica 3. Nacimientos en mujeres jóvenes menores 
de 19 años, Boyacá 2015-2019

Fuente: Gráfica elaborada a partir las estadísticas por edad de 
la madre (defunciones y nacimientos) presentadas DANE para 
los años 2015-2019.
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dos en el año 2019. También se debe a la implementación de 
la Resolución en salud 3280 del 201815 en el departamen-
to, concerniente a la atención en la planificación familiar.

Gráfica 4. Número de mujeres con Métodos de 
Planificación Familiar en Boyacá 2015-2019

Fuente: Gráfica elaborada a partir las estadísticas por edad de 
la madre (defunciones y nacimientos) presentadas DANE para 
los años 2015-2019.
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15	 Por la cual se adoptan los lineamientos técnicos y oper-
ativos de la Ruta Integral de Atención para la Promoción  
y Mantenimiento de la  Salud  y la Ruta Integral de 
Atención en Salud para la Población Materno Perinatal 
y se establecen las directrices para su operación.

3.2.8 Defunción materna 
En Boyacá, la muerte materna oscila entre los 7 y 16 
casos por año desde el 2015, lo que revela niveles 
bajos de esta problemática durante los años de es-
tudio; no obstante, Sogamoso fue el municipio que 
presentó más casos de muertes maternas. Entre las 
principales causas de muerte se encuentran los even-
tos relacionados con enfermedades del sistema cir-
culatorio, respiratorio y cardiovascular, entre otras16 
(SIVIGILA, 2015-2019). Adicional a esto, es preciso 
afirmar que no se encuentra información oficial en el 
departamento sobre muertes por abortos inseguros; 
esto podría respaldarse siguiendo cifras del Minis-
terio de Salud, según las cuales en el departamento 
se registró una muerte por aborto en el año 2014 y 
desde entonces no se han reportado casos (Oliveros, 
2020). No obstante, no se puede perder de vista la 
existencia de subregistros, ello también da cuenta de 
la invisibilización de la problemática y de la falta de 
herramientas institucionales para abordarla.

16	 Aunque dentro del concepto de defunción materna no se 
tienen en cuenta las muertes por actos de violencia, en 
los años 2015, 2016, 2017 y 2018, se encontraron muertes 
violentas, suicidios, accidentes, etc., de mujeres en em-
barazo y, también, con máximo un año cumplido luego 
del parto (Boletín epidemiológico de Boyacá 2015-2019). 
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3.2.9 Cáncer de mama  
y cuello uterino
Los datos obtenidos en los boletines epidemiológicos 
de Boyacá muestran un aumento significativo de ca-
sos de cáncer de mama y cuello uterino desde el 2017 
(119 casos), presentando en el 2019 el pico mas alto 
con 255 casos, lo que revela que el cáncer de mama es  
el más común.

En Boyacá, el número de casos de cáncer de mama 
y cuello uterino presenta un subregistro, en el 2015 
no se registraron casos, pero sí se observa una ten-
dencia significativa de aumento de estos desde el año 
2017 (Boletín epidemiológico 2015-2019). Por tanto, 
se evidencia correspondencia entre las muertes por 
estas enfermedades y los casos detectados, ya que en 
el departamento el cáncer de mama fue mayormente 
detectado en el 2019, a su vez es la enfermedad que 
más genera muertes entre estos dos tipos de cáncer 
(DANE, 2015-2019). 

En los últimos años, en el departamento se han rea-
lizado búsquedas activas y se han intensificado las 
campañas de promoción para la toma de citologías y 
mamografías, así como la pedagogía y sensibilización 
frente al autoexamen de seno, por ello puede que los 
registros sigan en aumento. No obstante, es necesario 
establecer acciones de promoción de los DS y DR para 
eliminar mitos y prejuicios relacionados con la autoex-
ploración del cuerpo y el reconocimiento de la sexua-

lidad y se debe mejorar y humanizar la atención del 
personal de salud, pues es claro que son condiciones 
de salud prevenibles, pero que afectan a las mujeres 
del departamento de forma significativa e incluso las 
expone a muertes prematuras. 

Gráfica 5. Muertes por cáncer de mama y cuello 
uterino, Boyacá 2015-2019

Fuente: Elaboración propia a partir de la respuesta de la Gobernación 
al derecho de petición radicado el 27 de octubre de 2020.
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En Tunja, Duitama y Sogamoso la dinámica de los datos 
fue similar a la del departamento respecto al incremen-
to de casos de cáncer de mama y cuello uterino desde 
el año 2017; sin embargo, Sogamoso fue el municipio 
que registró mayor número de casos, especialmente 
preocupante en el 2018, si se tiene en cuenta que las 
pirámides de población de los tres municipios presen-
tan un comportamiento similar (SIVIGILA, 2016-2019).

3.2.10 Infecciones  
de transmisión sexual
Los casos detectados de VIH en Boyacá entre los años 
2015 y 2019 muestran poca variación, excepto por un 
alto crecimiento entre el año 2015 y 2016, pues se pasó 
de 89 casos a 123. En el 2019 el registro presentó una 
disminución de 10 casos respecto al 2018. En lo que res-
pecta al sexo de las personas que padecen esta infección 
de transmisión sexual, hay que señalar que los hombres 
se ven perjudicados en un 70 %, pero, cabe destacar, que 
en Duitama durante el 2015 la cifra de afectados fue la 
mima entre hombres y mujeres, a diferencia de los años 
posteriores. En cuanto al curso de vida de las personas 
afectadas por el VIH, los adultos jóvenes son los más pro-
pensos a la transmisión del virus (SIVIGILA, 2015-2019).

Los municipios mostraron una variación en cuanto a 
los datos departamentales. Por esto, Tunja reflejó un 
descenso significativo de esta infección de transmisión 
sexual, especialmente en el año 2019. En cuanto a los 

casos de VIH en Duitama, se evidenció un importante 
incremento desde el 2016; sin embargo, durante los 
años 2017 y 2018 disminuyó significativamente, y en 
el 2019 volvió a aumentar de manera moderada; no 
obstante, es el municipio que menos casos de VIH entre 
Sogamoso y Tunja. 

Figura 1. Infecciones de transmisión sexual Boyacá 
VIH, 2015-2019

Fuente: Gráfica elaborada a partir de los datos del Boletín 
Epidemiológico de Boyacá de la semana 52 de los años 2015 a 2019.
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Finalmente, Sogamoso mostró un aumento de casos de 
VIH en relación a Tunja y Duitama a partir del año 2016, 
y estas cifras han ido en aumento, incluso por encima de 
la capital del departamento en 2019, este hallazgo puede 
indicar mayor número de búsquedas activas por parte de 
la entidad de salud competente. 

3.3 Violencias Basadas  
en Género (VBG)  
Las violencias basadas en género (VBG) constituyen un 
problema multidimensional que transgrede la dignidad 
y los derechos de las personas, en especial de aquellos 
grupos que durante la historia han sido discriminados, 
excluidos y violentados por su identidad de género, tal 
como lo han sido las mujeres, niñas y adolescentes. 
Estos tipos de violencias son un fenómeno cotidiano y 
naturalizado, que obliga a pensar en la sistematicidad 
y legitimación de la violencia contra las mujeres que 
procede de la construcción social identitaria femenina 
como sujetas inferiores y de segunda categoría, pro-
piedad de los varones (De Miguel, 2012). 

Ahora bien, para conceptualizar la VBG requiere ser ob-
servada desde distintas aristas, cabe precisar que las 
manifestaciones de violencia contra la mujer terminan 
afectando de forma indirecta o directa los derechos se-
xuales y reproductivos, en especial cuando existe violen-
cia sexual o cualquier otra conducta que atente contra la 
capacidad para decidir sobre sus cuerpos y su libertad. 

Ante esto, en Colombia existen leyes orientadas a garan-
tizar la protección y salvaguarda de la dignidad e integri-
dad física y mental de las mujeres, como la Ley 1257 de 
200817 y la Ley 1761 de 2015.18 19 Aun así, la problemática 
sigue en aumento. En Boyacá, este fenómeno presenta 
cifras preocupantes, así lo evidenció el último informe 
del Instituto Colombiano de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses- Foresis, al reflejar un alto índice de violencia 
de pareja en el año 2019, el cual estimó 1.341 casos, 
encontrándose por encima de departamentos como Bo-
lívar, Norte de Santander, Nariño, Cauca, entre otros. En 
dichas violencias las principales víctimas en Boyacá con-
tinúan siendo las mujeres quienes sobrepasan el 90 %  
de los casos reportados.20 

17	 Por la cual se dictan normas de sensibilización, prevención y 
sanción de formas de violencia y discriminación contra las 
mujeres, se reforman los códigos Penal, de Procedimiento 
Penal y la Ley 294 de 1996, y se dictan otras disposiciones.

18	 Por la cual se crea el tipo penal de feminicidio como delito 
autónomo y se dictan otras disposiciones. Ley Rosa Elvira Cely.

19	 En Boyacá, este flagelo también nos toca; si bien las estadísti-
cas del departamento son bajas, la Defensoría del Pueblo 
entiende que en el delito de feminicidio las herramientas 
de análisis de las instituciones judiciales son pocas y, por 
tanto, se presentan “barreras para el acceso efectivo a la 
justicia”. Con ello, Boyacá ocupó el puesto número quince, 
con 10 casos de feminicidio en 2018 (Defensoría, 2019).

20	 Respecto a las cifras se puede suponer que son may-
ores, debido al subregistro, a la falta de confianza en las 
instituciones de protección, salud y justicia, además de 
las barreras que generan las entidades públicas para el 
acceso efectivo a los derechos de las mujeres víctimas 
de circunstancias de violencia.
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Figura 2. Violencia de pareja, Boyacá 2015-2019

Fuente: figura elaborada a partir de los datos del informe 
FORENSIS de los años 2015 a 2019.
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De acuerdo con los datos presentados en los informes 
FORENSIS, se puede inferir que en Boyacá la violencia 
de pareja21 muestra una reducción en los últimos años 

21	 Concepto tomado del análisis de FORENSIS sobre el deli-
to de violencia contra las mujeres. 

significativamente importante en el 2019, en donde se 
evidencio una disminución del 35 % respecto al 201622. 
En estos casos las mujeres siguen siendo las principa-
les víctimas23.

22	 Es necesario precisar que las violencias contra las mu-
jeres en todo el territorio nacional aumentaron con el 
aislamiento familiar por la pandemia por COVID-19 en 
el 2020. “En la línea 122 de la Fiscalía General de la Na-
ción del 25 de marzo al 6 de noviembre del 2020, la causa 
principal de contacto durante la cuarentena fueron los 
delitos contra la familia (violencia intrafamiliar), que 
representaron el 76 % del total de llamadas recibidas” 
(Sisma, 2020). https://www.sismamujer.org/wp-content/
uploads/2020/11/27-11-2020-Derechos-de-las-Mujeres-
y-COVID-19_-Sisma-Mujer.pdf 

23	 En Boyacá, si bien las denuncias al sector judicial por 
violencia de pareja mostraron una reducción importante 
en el tiempo de estudio, cabe resaltar que, debido a la 
pandemia por COVID-19, las mujeres boyacenses sufri-
eron las consecuencias del aislamiento en términos del 
aumento en los reportes de denuncia para el año 2020. 
Según los registros de la Siedco, “las entidades territoria-
les donde se reportan más casos de violencia intrafamil-
iar fueron los departamentos de Cundinamarca, con el 
40.1 %; Antioquia, con el 15 %; Valle, con el 6,9 %; Santand-
er, con el 4,4 %, y Boyacá, con el 3,2 %”, esto sin contar el 
subregistro de casos, en razón a las dificultades en los 
canales de comunicación de entidades públicas para re-
alizar las denuncias. https://www.medicinalegal.gov.co/
documents/20143/522189/Violencias+contra+las+mu-
jeres%2C+la+pandemia+histo%CC%81rica+I.pdf

https://www.sismamujer.org/wp-content/uploads/2020/11/27-11-2020-Derechos-de-las-Mujeres-y-COVID-19_-Sisma-Mujer.pdf
https://www.sismamujer.org/wp-content/uploads/2020/11/27-11-2020-Derechos-de-las-Mujeres-y-COVID-19_-Sisma-Mujer.pdf
https://www.sismamujer.org/wp-content/uploads/2020/11/27-11-2020-Derechos-de-las-Mujeres-y-COVID-19_-Sisma-Mujer.pdf
https://www.medicinalegal.gov.co/documents/20143/522189/Violencias+contra+las+mujeres%2C+la+pandemia+histo%CC%81rica+I.pdf
https://www.medicinalegal.gov.co/documents/20143/522189/Violencias+contra+las+mujeres%2C+la+pandemia+histo%CC%81rica+I.pdf
https://www.medicinalegal.gov.co/documents/20143/522189/Violencias+contra+las+mujeres%2C+la+pandemia+histo%CC%81rica+I.pdf
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Tabla 5. Violencia basada en género enTunja, 
Duitama y Sogamoso, 2015-2019 

Año Tunja Duitama Sogamoso

2015 484 360 304

2016 492 415 377

2017 471 410 379

2018 394 291 341

2019 467 378 489

Total 2308 1854 1890

Fuente: Tabla elaborada a partir de los datos consultados en el 
SIVIGE de los años 2015 a 2019 de Tunja, Duitama y Sogamoso.

Sin embargo, comparando la información presentada 
por el sector judicial, los datos que arroja el sector 
salud desde el Sistema Nacional de Vigilancia en Sa-
lud Pública mostraron un incremento significativo de 
casos reportados a partir del año 2016 para los tres 
municipios objeto de investigación y contrario a di-
chos datos, en el 2019 las cifras aumentaron conside-
rablemente. Con respecto a las características de las 
personas afectadas por la VBG, hay que señalar que 
las principales víctimas son mujeres entre los 18 y los 
59 años de edad, que el hogar continúa siendo el lugar 
más peligroso para las mujeres y el agresor suele ser 
la pareja o expareja.

3.3.1 Violencia sexual 
La Organización de las Naciones Unidas define la Vio-
lencia sexual como

Todo acto o tentativa de consumar un acto sexual, 
los comentarios o insinuaciones sexuales no desea-
dos, o las acciones para comercializar o utilizar de 
cualquier otro modo la sexualidad de una persona 
mediante coacción (imposición) por otra persona, 
independientemente de la relación de ésta con la 
víctima, en cualquier ámbito, incluidos el hogar y 
el lugar de trabajo (CEPAL, 2010).

En este tipo de violencias, la sexualidad se utiliza como 
un medio para ejercer poder sobre la víctima, por tanto, 
al igual que otros actos de violencia, lo que busca el 
agresor es someter, degradar y humillar a la víctima 
(Bermúdez, 2006). 

La violencia sexual es registrada por el Instituto Colom-
biano de Medicina Legal y Ciencias Forenses a través 
de las valoraciones médicolegales de los presuntos de-
litos sexuales, los cuales se entienden como conductas 
relacionadas con actos, accesos y abusos o cualquier 
situación de índole sexual que involucre acudir a urgen-
cias o denunciar ante la Fiscalía. En el departamento 
de Boyacá, este tipo de violencia se incrementó en un  
16,6 % desde el año 2017, y su pico más alto tuvo lugar 
en el 2019 con 685 casos (Forensis, 2015-2019). 
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Gráfica 8. Violencias sexuales, Boyacá 2015-2019

Fuente: Gráfica elaborada a partir de los datos consultados en 
los informes FORENSIS de los años 2015 a 2019.
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El aumento en la notificación puede deberse a la insis-
tencia de las entidades de salud y protección en la iden-
tificación y reconocimiento de la violencia sexual como 
un delito de atención urgente; no obstante, los datos 

evidencian la grave problemática que cada año reper-
cute en el bienestar biopsicosocial de las víctimas, así 
como también la normalización de la violencia sexual 
en relación con patrones culturales de la región boya-
cense y, en definitiva, la dificultad de las instituciones 
públicas en garantizar la verdad, justicia, reparación y 
no repetición a todas las víctimas de la violencia sexual. 
Llama la atención que continúan siendo las mujeres, en 
particular las niñas y adolescentes, las más afectadas 
por la violencia sexual; no obstante, los varones meno-
res de edad también se ven afectados, pero en menor 
proporción. De lo anterior se puede concluir que la in-
fancia y la adolescencia requieren especial protección y 
atención por parte de la sociedad, ya que son los grupos 
vulnerables en mayor riesgo de sufrir violencia sexual.

Según los datos sobre Tunja, Duitama y Sogamoso 
respecto al delito de violencia sexual, hubo un aumen-
to de esta grave problemática desde el año 2017 en 
los tres municipios, Tunja reportó la mayor cantidad 
de denuncias. De igual manera, en 2018 se registró 
la mayor cantidad de valoraciones médicolegales, con 
un aumento del 25 % en las denuncias, cifra que varía 
en pequeña proporción en el 2019. Respecto al sexo 
y curso de vida de las víctimas, las niñas, adolescen-
tes y jóvenes son las más afectadas por la violencia 
sexual en más de un 80 %. La violencia contra las 
mujeres en Boyacá es sistemática y directa, además 
ocurre en todos los escenarios, ámbitos y cursos 
vitales, especialmente en las relaciones de pareja y 
en el entorno familiar.
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3.4 La interrupción 
voluntaria del embarazo 
(IVE) en Boyacá
La interrupción voluntaria del embarazo (IVE) es un 
derecho humano, fundamental y parte de los derechos 
sexuales y reproductivos. La protección de este de-
recho ha sido reconocida por la Corte Constitucional 
Colombiana en la Sentencia C-355 del 2006, la cual 
despenaliza parcialmente el aborto en tres causales24. 
El importante reconocimiento de la IVE ha permitido 
que se ratifiquen los derechos que conllevan a la auto-
nomía y la autodeterminación reproductiva. En virtud 
de esta última, se comprende, respeta y garantiza la 
facultad de las mujeres a decidir libremente sobre la 
posibilidad de procrear o no, cuándo y con qué frecuen-
cia, tal como se describe en la Sentencia T-732 de 2009 
(Corte Constitucional, 2009, M.P. Jorge Iván Palacio).

24	 Cuando la continuación del embarazo constituya peligro 
para la vida o la salud de la mujer, certificada por un 
médico/a o psicólogo/a. Cuando exista grave malfor-
mación del feto que haga inviable su vida fuera del útero, 
certificada por un médico/a. Cuando el embarazo sea el 
resultado de una conducta, debidamente denunciada, 
constitutiva de acceso carnal o acto sexual sin consen-
timiento, abusivo o de inseminación artificial o transfer-
encia de óvulo fecundado no consentidas, o de incesto 
(Sentencia C355 de 2006).

Según la Sentencia C-355 de 2006, La IVE ha sido re-
conocida como un derecho fundamental; no obstante, el 
ejercicio de este derecho se ha visto afectado por una 
serie de obstáculos y/o barreras para su efectiva mate-
rialización en todo el territorio nacional. Para entender 
a qué nos referimos cuando hablamos de barreras de 
acceso, se debe tomar como referencia el documento de 
La Mesa por la Vida y la Salud de las Mujeres, en el cual 
dichos obstáculos son entendidos como “el conjunto de 
conductas que por acción o por omisión, constituyen li-
mitaciones para que las mujeres accedan de forma efec-
tiva al aborto legal, en el servicio de salud, sin importar 
el régimen de afiliación” (La Mesa Por la Vida y la Salud 
de las Mujeres, 2020)25. 

Ahora bien, entendiendo la importancia de conocer las 
investigaciones y documentos públicos sobre la IVE 
en Boyacá con el propósito de identificar las acciones 
que se han llevado a cabo en el departamento para 
garantizar este derecho, se encontró que la IPS Profa-
milia implementó un estudio sobre aborto seguro en 
las ciudades de Bucaramanga, Popayán y Tunja. Este 
estudio de percepción evidenció barreras y actitudes 
en la comunidad que dificultan el acceso a la IVE, como 
la falta de conocimiento del marco legal y el desco-
nocimiento de los límites de la edad gestacional para 
acceder a un aborto.

25	 Ibídem. Pág. 16. https://despenalizaciondelaborto.org.co/
wp-content/uploads/2020/07/Inf-tecnico-COVID19-v8-1.
pdf 

https://despenalizaciondelaborto.org.co/wp-content/uploads/2020/07/Inf-tecnico-Covid19-v8-1.pdf
https://despenalizaciondelaborto.org.co/wp-content/uploads/2020/07/Inf-tecnico-Covid19-v8-1.pdf
https://despenalizaciondelaborto.org.co/wp-content/uploads/2020/07/Inf-tecnico-Covid19-v8-1.pdf
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A su vez, esta investigación reconoció que el tabú, los 
fundamentalismos religiosos y el estigma asociado al 
aborto no permiten normalizar la discusión pública 
sobre el mismo. Es adecuado resaltar que Tunja fue 
la ciudad más informada sobre las causales y requisi-
tos de acceso a IVE y, por tanto, se puede inferir que 
los tunjanos y tunjanas podrían ser más receptivos/as  
frente al tema. Finalmente, el estudio concluye con la 
necesidad de brindar más información de calidad e in-
siste en la importancia de la atención humanizada de 
los servicios en salud para una atención oportuna al 
aborto legal (Profamilia, 2020).

Entre tanto, al realizar la revisión de los documentos 
oficiales26 de Boyacá en términos de salud sexual y 
reproductiva, se puede establecer que las institucio-
nes del departamento no reconocen la IVE como una 
dimensión importante de análisis en cuanto a la salud 
de las mujeres, ya que no hay registro público frente 
al acceso, atención, promoción y monitoreo del servi-
cio en salud al procedimiento de IVE. Dicha situación 
puede traducirse en barreras de acceso, por el desco-
nocimiento legal y fallas en la prestación del servicio 
del sector salud, así como en falta de interés y voluntad 
política a nivel local y departamental para la inserción 
de dichas necesidades en los indicadores de los planes 
de desarrollo.

26	 Documento Análisis de Situación de Salud ASIS. Boletines 
Epidemiológicos de Boyacá SIVIGILA para los años 2015-
2019. Planes de Desarrollo Departamentales/Locales.

Por último, desde el marco normativo colombiano y las 
obligaciones del sector salud, en especial sobre el cum-
plimiento del derecho a la IVE, es preciso continuar con 
el seguimiento de la implementación de la sentencia, 
tras 15 años de su expedición. Esto, dada la evidente 
dificultad para obtener información oficial desagregada 
sobre el tema y, en particular, por los obstáculos insti-
tucionales que experimentan las mujeres al momento 
de acceder al servicio de IVE.
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Hallazgos  
y análisis de 

resultados

C
A

P
. 

4

A partir de la información consultada y los instrumentos apli-
cados, los hallazgos evidencian que, si bien se conocen las 

causales de la Sentencia C-355 de 2006, su implementación en los 
municipios boyacenses objeto de este estudio sigue presentando 
múltiples barreras y desafíos. No obstante, llama la atención que 
las políticas públicas y los instrumentos de planeación del depar-
tamento no abordan de manera explícita la interrupción voluntaria 
del embarazo, carecen de indicadores o de programas sensibles a 
este fenómeno; las referencias que se encuentran dentro de los 
planes de desarrollo están relacionadas con la prevención de em-
barazo adolescente y planificación familiar. 
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4.1 Análisis de los planes 
de desarrollo en clave de 
los DS y DR27 
Con respecto a la materialización de la IVE en los progra-
mas institucionales del gobierno departamental, es preci-
so señalar que de forma excepcional el Plan territorial de 
salud 2020-2023 de Boyacá contempla como eje estruc-
turante la dimensión de sexualidad, derechos sexuales y 
reproductivos, el cual involucra la promoción, prevención y 
atención a las necesidades en salud sexual y reproductiva. 
Desde allí, el plan territorial plantea monitorear y evaluar 
“la implementación de la Ruta integral de atención mater-
no-perinatal y sus intervenciones individuales y colectivas 
en articulación con los actores del SGSSS, con énfasis en 
los servicios de atención preconcepcionales, anticoncep-
ción moderna e interrupción voluntaria del embarazo, en 
el marco de la sentencia C-355 de 2006” (PTS, 2020).

De igual forma, el documento considera la necesidad del 
trabajo articulado e intersectorial para “el desarrollo de 
estrategias continuas de movilización social, así como 
de información y comunicación para la promoción de los 
derechos sexuales y derechos reproductivos y la equi-
dad de género” (PTS, 2020). Sin embargo, es preciso 
manifestar que lo anterior parece una intención mera-

27	 Ver anexo D, en el cual se desglosan los planes de desar-
rollo por periodo y municipio.

mente descriptiva, puesto que dentro del Plan de De-
sarrollo Departamental 2020-2023 no se encuentran 
indicadores específicos que midan el acceso, monitoreo 
y garantía de la IVE en el departamento de Boyacá. 

Teniendo en cuenta lo anterior, a continuación, se relacio-
nan los hallazgos encontrados en los derechos de petición 
enviados a las entidades públicas encargadas de la atención, 
vigilancia y seguimiento al derecho a la IVE en el departa-
mento, con el objetivo de dar cuenta del estado de imple-
mentación de la Sentencia C-355 del 2006 y, de esta forma, 
conocer la garantía del derecho a la IVE en el departamento.

4.2 Ministerio Público
Este estudio considera crucial el rol que desempeña 
el Ministerio Público en la protección y promoción de 
los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres 
boyacenses, por tanto, la entidad consultada fue la De-
fensoría del Pueblo28, de acuerdo al servicio de acom-
pañamiento que brinda en cuanto al acceso a derechos. 

28	 La Defensoría del Pueblo es la institución del Estado 
colombiano responsable de impulsar la efectividad de 
los derechos humanos de los habitantes del territorio 
nacional y de los colombianos en el exterior, en el marco 
del estado social de derecho democrático, participativo 
y pluralista. https://www.defensoria.gov.co/es/public/
institucional/114/Misi%C3%B3n-y-Visi%C3%B3n.htm 

https://www.defensoria.gov.co/es/public/institucional/114/Misi%C3%B3n-y-Visi%C3%B3n.htm
https://www.defensoria.gov.co/es/public/institucional/114/Misi%C3%B3n-y-Visi%C3%B3n.htm
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Gráfica 9. Delitos sexuales – defensores de víctimas 
Boyacá 2016-201929|
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Fuente: Elaboración propia, a parir de datos de la respuesta de 
la Defensoría del Pueblo al derecho de petición radicado el 9 
de octubre de 2020. 29

29	 “Se entiende como acto sexual aquel que realiza un indi-
viduo dentro de una relación de poder, al someter a otra 
persona para obtener una gratificación sexual. Mientras 

Esta institución refiere implementar acciones estra-
tégicas acordes a sus competencias y obligaciones le-
gales con la protección de los derechos de las mujeres 
víctimas de violencia sexual que requieran acceso a la 
interrupción voluntaria del embrazo IVE. 

Según la entidad, las víctimas de violencia sexual recibi-
rán asesoría, acompañamiento, ASIStencia técnica legal 
y seguimiento institucional en la realización del proce-
dimiento IVE, desde el sector justicia hasta el sector 
salud. Sin embargo y pese al propósito de la institución 
de garantizar y proteger los derechos de las víctimas, la 
Defensoría no cuenta con registros respecto al número 
de mujeres víctimas de violencia sexual que solicitaron 
información o acompañamiento sobre el acceso a la IVE, 
ello dificulta concluir la efectividad de la institución en 
el acceso y seguimiento al derecho mencionado.

Sumado a ello, en los sistemas de información de la 
Defensoría del Pueblo no reposan datos del número de 
asesorías sobre acceso a la IVE ni sobre apoyos brin-
dados durante el quinquenio, además la institución no 
refiere información sobre estrategias de divulgación y 
promoción de la sentencia C-355 de 2006 para los años 
2015-2019. Sin embargo, expresa que, con la llegada en 
el año 2020 de las profesionales de la Dupla de Géne-

que el acceso carnal violento exige que haya penetración 
con el órgano sexual u otro objeto e introducirlo de mane-
ra forzosa a la víctima en alguna parte de su cuerpo”: 
https://www.juridicospenales.com/blog/que-es-el-deli-
to-de-acceso-carnal-violento-y-el-acto-sexual-violento/ 

https://www.juridicospenales.com/blog/que-es-el-delito-de-acceso-carnal-violento-y-el-acto-sexual-violento/
https://www.juridicospenales.com/blog/que-es-el-delito-de-acceso-carnal-violento-y-el-acto-sexual-violento/
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ro de la Delegada para los Derechos de las Mujeres y 
Asuntos de Género a la Regional Boyacá, la institución 
asumió el reto de trabajar en el fortalecimiento e imple-
mentación de mecanismos para la promoción y divul-
gación de todos los derechos humanos de las mujeres 
y personas con orientaciones sexuales e identidades 
de género diversas, con especial énfasis en la sentencia 
C-355 de 2006, feminicidios y trata de personas (To-
mado de respuesta al DP Defensoría del Pueblo, 2020).
Durante los años 2016-2019, la Defensoría del Pueblo 
registró 267 casos llevados por los defensores los cua-
les se relacionan  con delitos sexuales, principalmente  
accesos carnales violentos, frente a los actos sexuales 
no consentidos. No reporta información desagregada 
sobre las características de las víctimas.

4.3 Sector salud

4.3.1 Secretaría Departamental  
de Salud 
De acuerdo con las funciones esenciales de la Secre-
taría Departamental de Salud en torno a la vigilancia 
y coordinación del sector, en Boyacá no se cuenta con 
datos sobre acceso a la IVE específicamente, ya que 
no existen fuentes de información que consoliden este 
indicador (Tomado de respuesta al DP Secretaría de 
Salud de Boyacá, 2020). Sumado a ello, la entidad de-
partamental no cuenta con la información consolidada 

de los profesionales de la salud objetores de conciencia 
ni de los profesionales que prestan este servicio en la 
actualidad en Boyacá. 

Gráfica 10. Categorías diagnósticas relacionadas con 
aborto, Boyacá 2015-201930
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Fuente:  Elaboración propia, a partir de la respuesta de la Gobernación 

al derecho de petición radicado el 27 de octubre de 2020.30

30	 En la categoría aborto médico se incluyen: aborto médico 
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La entidad remite información relevante sobre el nú-
mero de mujeres entre los 15 y los 49 años de edad 
atendidas en los servicios de salud por diagnósticos 
relacionado con aborto médico, con esto, los más pre-
sentados fueron el aborto médico incompleto y comple-
to, fallas en la inducción médica del aborto, extracción 
menstrual y problemas relacionados con el embarazo 
no deseado (Tomado de respuesta al DP Secretaría de 
Salud de Boyacá, 2020). En Boyacá, durante el quin-
quenio de estudio (2015-2019), se realizaron 1.138 
atenciones relacionadas con aborto entre las que se 
encuentra la IVE. 

Sin embargo, debido a la falta de indicadores sensibles 
que logren identificar los procedimientos en el marco 
de la sentencia, este registro no puede ser calcula-
do. Además, se puede inferir que el bajo número de 
atenciones se produce debido a que la mayor parte 
de los procedimientos de IVE se realizan por fuera de 
la Red Hospitalaria.31 De acuerdo con esto, se puede 

incompleto, complicado con infección genital y pelviana;  
Aborto médico: incompleto, complicado por hemorragia 
excesiva o tardía; Aborto médico: incompleto, con otras 
complicaciones especificadas y las no especificadas; 
Aborto médico: incompleto, sin complicación; Aborto 
médico: completo o no especificado, complicado con 
infección genital y pelviana; Aborto médico: comple-
to o no especificado, complicado por embolia; Aborto 
médico: completo o no especificado, con otras compli-
caciones especificadas y las no especificadas; Aborto 
médico: completo o no especificado, sin complicación.

31	 Así lo ratificó el Ministerio de Salud y Protección Social en 

concluir que el departamento no logra realizar el segui-
miento pertinente a la implementación de la sentencia  
C-355 del 2006.

Acorde con lo encontrado, cabe señalar tres aspectos 
importantes: en primer lugar, en Boyacá no se realizan 
procedimientos de IVE después de la semana 22 de 
gestación; en segundo lugar, son bajas las entidades 
de salud de primer nivel, como las ESE Centro de Sa-
lud, que implementan el servicio de procedimiento 
IVE de tipo farmacológico, aun así en los municipios 
centrales del departamento: Tunja, Sogamoso y Dui-
tama, en los que existe una alta demanda en salud, 
las ESE Centro de Salud no brindan este servicio, lo 
que evidencia las complicaciones que tienen las enti-
dades de salud del departamento respecto a la oferta 
de procedimientos IVE de tipo farmacológico en los 
primeros niveles de atención en salud, aun cuando es 
una obligación brindar este servicio, y, en tercer lugar, 
en cuanto a los métodos de aborto, las IPS en Boya-
cá utilizan métodos quirúrgicos comunes y seguros, 
recomendados por la OMS de acuerdo a las semanas 
de gestación (IPAS, 2012).32

el webinar: Interrupción voluntaria del embarazo – IVE- 
en contextos rurales y pandemia dentro del proyecto Sa-
lud para la Paz Fase II de la UNFPA, realizado en convenio 
con el Ministerio de Salud y Protección Social en el 2021.

32	 Dichos métodos quirúrgicos corresponden a la aspi-
ración manual endouterina (Ameu) y a la dilatación 
y evacuación (D&E).Recuperado de:http://www.coda-
jic.org/sites/www.codajic.org/files/Gu%C3%ADa%20

http://www.codajic.org/sites/www.codajic.org/files/Gu%C3%ADa%20t%C3%A9cnica%20de%20la%20OMS%20sobre%20Hoja%20Informativa_IPAS2012.pdf
http://www.codajic.org/sites/www.codajic.org/files/Gu%C3%ADa%20t%C3%A9cnica%20de%20la%20OMS%20sobre%20Hoja%20Informativa_IPAS2012.pdf
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Por otro lado, los datos arrojados por la Secretaría de Sa-
lud Departamental mostraron un aumento en las capa-
citaciones sobre la IVE a los profesionales de medicina, 
psicología y enfermería desde 2019, esto puede deberse 
a la importancia para las entidades de salud de prepa-
rar al personal en temas de obligatorio cumplimiento, 
posterior a la sanción de la Resolución 3280 del 2018.33 

Según lo reportado por la Secretaría de Salud, esta 
dependencia viene celebrando convenios con IPS y 
con la universidad pública para abordar el tema de 
manera profunda; sin embargo, se queda en meras 
capacitaciones, sin entrenamiento continuo ni 
especializado a los profesionales de la salud. Además, 
según la entidad, genera acciones de difusión de la 
sentencia haciendo entrega de 25.000 unidades de 
cuadernillos de asesoría integral en salud sexual y 
reproductiva a las instituciones prestadoras de servicios 
de salud34. No obstante, vale la pena preguntarse si las 
cartillas informativas logran formar de manera efectiva 
a los y las profesionales de la salud.

t%C3%A9cnica%20de%20la%20OMS%20sobre%20
Hoja%20Informativa_IPAS2012.pdf 

33	 Resolución 3280 del 2018, por medio de la cual se adoptan 
los lineamientos técnicos y operativos de la Ruta Integral 
de Atención para la Promoción y Mantenimiento de la 
Salud y la Ruta Integral de Atención en Salud para la Po-
blación Materno Perinatal y se establecen las directrices 
para su operación.

34	 Tomado de respuesta al DP Secretaría de Salud de 
Boyacá, 2020)

4.3.2 Secretarías locales de salud 
Las secretarías locales de salud de los municipios de 
Tunja, Duitama y Sogamoso, frente a su responsabi-
lidad en la coordinación, dirección y supervisión de 
la prestación de los servicios en salud, evidenciaron 
en las respuestas a los derechos de petición que no 
registran información sobre acceso y monitoreo del 
derecho a la interrupción voluntaria del embarazo, de-
bido a la inexistencia de un sistema de registro desde 
el Ministerio de Salud. A excepción del municipio de 
Sogamoso que hace entrega de lo requerido, pero la 
información reportada corresponde a la IPS del Hos-
pital Regional de Sogamoso. 

Ahora bien, en relación a los profesionales de la salud de 
medicina, enfermería y psicología capacitados en temas 
concernientes a la IVE, las secretarías de Sogamoso y 
Tunja informaron únicamente sobre la formación a pro-
fesionales para el año 2020, lo que puede indicar que 
en años anteriores el tema no fue impartido. En cuanto 
a los médicos objetores de conciencia, solo Sogamoso 
reportó un médico objetor para procedimientos de IVE y 
reportó siete profesionales que brindan el procedimien-
to en el municipio. 

Por último, sobre las campañas implementadas para 
la difusión de la Sentencia C355 de 2006, Sogamo-
so reportó tres campañas realizadas desde el Hospital 
Regional, Tunja solo evidencia campañas realizadas en 
el transcurso del año 2020, que parten del programa 

http://www.codajic.org/sites/www.codajic.org/files/Gu%C3%ADa%20t%C3%A9cnica%20de%20la%20OMS%20sobre%20Hoja%20Informativa_IPAS2012.pdf
http://www.codajic.org/sites/www.codajic.org/files/Gu%C3%ADa%20t%C3%A9cnica%20de%20la%20OMS%20sobre%20Hoja%20Informativa_IPAS2012.pdf
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de salud pública del plan de intervenciones colectivas 
PIC y hace referencia a una estrategia de información 
en salud y comunicación para la salud, en el que se 
promovieron los DS y DR y la IVE en el marco de la 
sentencia C355 de 2006. No obstante, la información 
sobre campañas de difusión a la comunidad es baja para 
los tres municipios y se puede concluir que fue un tema 
sin abordar en años anteriores al 2020 desde las estra-
tegias de promoción. 

4.3.3 IPS Tunja, Duitama  
y Sogamoso
Las IPS de interés para el estudio son la ESE Hospital 
Universitario San Rafael de Tunja, ESE Hospital Regio-
nal de Sogamoso y ESE Hospital Regional de Duitama. 
Dichas IPS actualmente implementan la Resolución 
3280 de 201835 y, según las instituciones, la ruta de 

35	 Por medio de la cual se adoptan los lineamientos técni-
cos y operativos de la Ruta Integral de Atención para la 

Tabla 6. IPS prestadoras del procedimiento IVE en Boyacá

IVE hasta la 10 semana de gestación 
con método farmacológico 

IVE con método quirúrgico hasta 15 
semanas de gestación (Ameu y DYE)

IVE entre la semana 20 y 22 con 
método quirúrgico 

ESE Hospital San Francisco  
Villa de Leiva

ESE Hospital Regional Miraflores

ESE Hospital San Vicente de Ramiriquí 

ESE Centro de Salud Ventaquemada

Profamilia

ESE Hospital Regional de Moniquirá,  
ESE Hospital Regional Valle De Tenza 
Sede Guateque y Sede Garagoa,  
ESE Hospital San Antonio de Soata,  
ESE Hospital Regional de Duitama,  
ESE Hospital Regional de Sogamoso,  
ESE Hospital Universitario San Rafael 
de Tunja,  
ESE Centro de Salud de Toca,  
ESE Hospital José Cayetano Vásquez 
de Cubará. 

Profamilia 

ESE Hospital Regional de Duitama,  
ESE Hospital Regional de Sogamoso,  
ESE Hospital Universitario San Rafael 
de Tunja

Nota: No se conocen IPS prestadoras 
después de la semana 22.

Fuente: Tomado de respuesta al DP Secretaria de Salud de Boyacá, 2020
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atención en salud36 es socializada con el personal de 
servicio de consulta general, ginecología y obstetricia 
además de otros (Tomado de respuestas a los DP ESE 
Hospital Universitario San Rafael de Tunja, 2020; ESE 
Hospital Regional de Sogamoso,2020; ESE Hospital 
Regional de Duitama,2020). Pese a acatar y aplicar la 
normativa nacional en salud, se evidencian falencias 
en cuanto a la socialización, difusión y visibilidad de la 
ruta de atención a la comunidad en general.

Por lo referido, las IPS brindan el acceso al procedi-
miento de IVE en términos de la atención interdiscipli-
nar y la consideración de necesidades particulares de 
los grupos de mujeres –menores de edad y diversidad 
funcional-. Según la respuesta institucional, en todos 
los casos las mujeres que ingresan a control prena-
tal son informadas acerca de la sentencia (Tomado de 
respuestas a los DP ESE Hospital Universitario San 
Rafael de Tunja, 2020; ESE Hospital Regional de Soga-
moso,2020; ESE Hospital Regional de Duitama,2020).

Las IPS estudiadas cuentan con un sistema de referen-
cia hacia las Entidades Administradoras de Planes de 
Beneficios de Salud (EAPB). Sin embargo, los hospitales 
coinciden en que, de acuerdo a las semanas avanzadas 

Promoción y Mantenimiento de la Salud y la Ruta In-
tegral de Atención en Salud para la Población Materno 
Perinatal, allí se establecen los procedimientos en salud 
en cuanto a la interrupción voluntaria del embarazo.

36	 Tomado de respuesta al DP Secretaría de Salud de 
Boyacá, 2020

de gestación, es decir, superior a la semana 20 para el 
caso de Sogamoso y superior a la semana 22 para Tunja, 
las mujeres son remitidas a una institución prestado-
ra de servicios de salud de mayor nivel de complejidad 
en la ciudad de Bogotá D.C. Ahora bien, conforme a lo 
expuesto por las IPS, las instituciones informan a la Se-
cretaría de Salud Departamental sobre los profesionales 
encargados de proveer los servicios de IVE, cada vez que 
es requerido por dicha entidad (Tomado de respuestas a 
los DP ESE Hospital Universitario San Rafael de Tunja, 
2020; ESE Hospital Regional de Sogamoso,2020; ESE 
Hospital Regional de Duitama,2020). No obstante, esta 
última afirmación se contrapone a lo manifestado por la 
Secretaría Departamental de Salud, ya que esta entidad 
no reporta el número de profesionales encargado de 
proveer los servicios de IVE en Boyacá.

En las respuestas obtenidas se evidencia que los hospitales 
garantizan la confidencialidad de la información consignada 
en la historia clínica mediante políticas de seguridad de 
la información, adopción de normas nacionales, como 
la Ley 23 de 1981, y un sistema de información llamado 
CITISALUD37 (Tomado de respuestas a los DP ESE Hospital 
Universitario San Rafael de Tunja, 2020; ESE Hospital 
Regional de Sogamoso,2020; ESE Hospital Regional de 
Duitama,2020). Sin embargo, esto se contrasta con lo 
analizado más adelante en el apartado sobre judicialización, 
ya que la Fiscalía manifiesta que las denuncias por el delito 
de aborto las suelen hacer las entidades de salud y, por 

37	 Software del que dispone el Hospital Regional de Sogamoso. 
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tanto, sugiere la afectación al derecho a la confidencialidad 
de la información por parte del sector salud.

Las tres instituciones concuerdan en la ejecución de 
medidas para atender a las personas víctimas de violencia 
sexual, por tanto, desarrollan diferentes estrategias 
para garantizar los derechos de las víctimas, como la 
implementación del protocolo para su atención. Según las 
IPS, por medio de medidas pedagógicas de capacitación 
al personal de salud, se hace énfasis en la imposibilidad 
de imponer cualquier tipo de barrera y en la necesidad de 
atender a estas usuarias con la debida urgencia (Tomado 
de respuestas a los DP ESE Hospital Universitario 
San Rafael de Tunja, 2020; ESE Hospital Regional de 
Sogamoso,2020; ESE Hospital Regional de Duitama,2020).

Respecto a las estrategias que usan las IPS para formar al 
personal de salud sobre el acceso a IVE, las instituciones 
refieren brindar procesos de capacitación desde el 
requisito de obligatoriedad para el talento humano en 
salud en cuanto al curso de Atención a Víctimas de la 
Violencia Sexual, en el cual incluyen el abordaje a la IVE. 
Sin embargo, la información que manifiesta Duitama 
no es específica en términos de tiempo, ya que no es 
claro si corresponde al 2020 o a años anteriores. Por su 
parte, en Sogamoso se reportaron capacitaciones desde 
el año 2017 y, más tarde, en el año 2018 se realizaron dos 
capacitaciones y una en 2019 (Tomado de respuestas a 
los DP ESE Hospital Universitario San Rafael de Tunja, 
2020; ESE Hospital Regional de Sogamoso,2020; ESE 
Hospital Regional de Duitama,2020).

Gráfica 11. Número de casos atendidos por proce-
dimiento IVE en Tunja, Sogamoso y Duitama 2015-2019

Fuente: Elaboración propia a partir de las respuestas a los 
DP ESE Hospital Universitario San Rafael de Tunja, 2020; ESE 
Hospital Regional de Sogamoso,2020; ESE Hospital Regional 
de Duitama,2020
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Finalmente, el Hospital Regional de Sogamoso fue el úni-
co municipio que reportó 31 atenciones de urgencia por 
abortos inseguros o clandestinos entre los años 2015 
y 2020; es de resaltar que el mayor número de casos 
atendidos por esta problemática (10) se ha dado en lo 
corrido del 2020, lo que puede evidenciar las barreras 
de acceso a los DS y DR en tiempos de COVID-19 y, por 
tanto, las mujeres están expuestas a muertes prematu-
ras y secuelas físicas y mentales (Tomado de respuestas 
a los DP ESE Hospital Regional de Sogamoso, 2020).

Si bien las instituciones boyacenses de salud  cumplen 
con las diversas normativas de habilitación, dotándolas 
de las condiciones para brindar un servicio de calidad y 
humanizado, la realidad parece distar un poco del papel, 
ya que las bajas atenciones que a continuación se pre-
sentan son un reflejo de la falta de confianza en dichas 
entidades, posiblemente por las fallas en el servicio. De 
esta forma durante el quinquenio de estudio, las IPS pu-
blicas de las ciudades céntricas del departamento solo 
reportaron 303 casos en total, así que en general, son 
muy pocas las mujeres que acuden a la IVE dentro del 
sistema de salud en Boyacá. 

Específicamente Sogamoso reportó la mayor cantidad 
de casos en comparación con Duitama y Tunja; sin em-
bargo, mostró un descenso de atenciones significativo 
en el 2019. Respecto a las edades de las mujeres que 
acuden a la IVE, en primera medida se encuentran las 
mujeres entre los 20 y los 39 años de edad, seguido 
de las adolescentes que oscilan entre los 15 y los 19 

años. Así mismo, es de resaltar que las mujeres de bajo 
nivel económico y de afiliación en salud subsidiada son 
quienes más solicitan procedimientos de IVE desde la 
Red Hospitalaria. 

Se observa alta demanda de mujeres de otros municipios 
cercanos a Tunja, Sogamoso y Duitama para la reali-
zación de la IVE: en Tunja el 60,3 % de las atenciones 
totales se prestaron a mujeres oriundas de otros muni-
cipios; en Duitama, el 30 %, y en Sogamoso, el Hospital 
Regional atendió en su mayoría a mujeres sogamoseñas; 
no obstante, la institución brindó el servicio en salud a 
mujeres provenientes de la Provincia de Sugamuxi y, adi-
cionalmente, recepcionó casos de departamentos como 
Caldas, Cundinamarca, Casanare y Bogotá durante los 
cinco años de estudio. Cabe afirmar que en el 2019 una 
pequeña proporción de mujeres venezolanas accedie-
ron a su derecho en salud en dichas instituciones bo-
yacenses (Tomado de respuestas a los DP ESE Hospital 
Universitario San Rafael de Tunja, 2020; ESE Hospital 
Regional de Sogamoso,2020; ESE Hospital Regional de 
Duitama,2020). 

En relación con las causales despenalizadas, el Hospi-
tal Universitario de Tunja presentó en 2017 el mayor 
número de atenciones bajo la causal salud, posterior-
mente los datos presentaron una reducción, y previo 
al 2017 la entidad no reporto atenciones. En Duitama, 
los datos arrojados evidenciaron atención por esta 
causal solo hasta el 2019 y la IPS Hospital Regional 
de Sogamoso registró el mayor número de atenciones 
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por esta causal en los cinco años. En general fue la 
causal más empleada en Tunja y Sogamoso durante 
el tiempo de estudio (Tomado de respuestas a los 
DP ESE Hospital Universitario San Rafael de Tunja, 
2020; ESE Hospital Regional de Sogamoso,2020; ESE 
Hospital Regional de Duitama,2020). 

Es preciso manifestar que, desde el 2017, Tunja fue 
la ciudad con mayor número atenciones por causal 
de malformación fetal inviable con la vida, así como 
Duitama reportó mayor número de casos durante 
los cinco años de estudio. Entre tanto, Sogamoso no 
presentó casos por dicha causal (Tomado de respues-
tas a los DP ESE Hospital Universitario San Rafael 
de Tunja, 2020; ESE Hospital Regional de Sogamo-
so,2020; ESE Hospital Regional de Duitama,2020). 

Respecto a la causal de violencia sexual, se evidenció 
que el número de mujeres que acuden por dicha causal 
es casi inexistente comparado con el volumen de casos 
de violencia sexual presentados en estos mismos mu-
nicipios. Con ello, para Sogamoso el número de casos 
de violencia sexual durante los cinco años fue de 162 
mientras que el número de requerimientos de IVE por 
causal de violación fue 13; en Duitama se reportaron 
455 casos mientras que los procedimientos por causal 
de violación fueron 3, y, por último, en Tunja se regis-
traron 657 casos de violencia sexual y solo 8 requeri-
mientos de IVE por causal de violación.

Gráfica 12. Indicadores sobre causales en Tunja, 
Sogamoso y Duitama 2015-2019

Fuente: Elaboración propia a partir de las respuestas a los 
DP ESE Hospital Universitario San Rafael de Tunja, 2020; ESE 
Hospital Regional de Sogamoso,2020; ESE Hospital Regional de 
Duitama,2020
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Aunque la relación causal de violencia sexual con proce-
dimientos IVE por causal violación no puede establecerse 
de manera directa, por múltiples factores que complejizan 
esta asociación, las cifras muestran la falta de programas 
serios de seguimiento a los casos de violencia sexual por 
parte de las entidades competentes y de acompañamien-
to a las víctimas, dado que posiblemente estén acudien-
do a procedimientos de aborto en lugares clandestinos e 
inseguros, razón por la cual no aparecen en los registros. 
Por otro lado, es evidente que hay un vacío de informa-
ción dentro de las entidades competentes que debería 
subsanarse en cuanto a las cifras sobre las mujeres que 
resultaron en embarazo a causa de violencia sexual, y so-
bre cuántas de estas mujeres solicitaron acceso a una IVE. 

Frente a la edad gestacional en que se registra el acceso, 
el mayor número de atenciones en salud para IVE se dio 
en el primer y segundo trimestre de embarazo en los 
tres municipios; sin embargo, en el segundo trimestre 
se realizaron la mayor cantidad de procedimientos IVE. 
Pese a ello, se evidencian fallas en el registro de dicha 
información, ya que en ninguna de las tres instituciones 
este indicador se ha diligenciado con rigurosidad.

4.3.4 IPS Profamilia

Este diagnóstico considera necesaria la información de 
Profamilia, en tanto es la única IPS privada del depar-
tamento que brinda el servicio de IVE a las mujeres, 
además de la experiencia en el acceso a los derechos 
sexuales y reproductivos de las mujeres colombianas. 

Gráfica 13.  Indicador edad gestacional Tunja, 
Sogamoso y Duitama 2015-2019

Fuente: Elaboración propia a partir de las respuestas a los 
DP ESE Hospital Universitario San Rafael de Tunja, 2020; ESE 
Hospital Regional de Sogamoso,2020; ESE Hospital Regional 
de Duitama,2020
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Tabla 7. Número de mujeres que accedieron a la IVE de 
las ciudades de Tunja, Sogamoso y Duitama 2015-2019

Ciudades 2015 2016 2017 2018 2019

Tunja 24 35 83 197 261

Sogamoso 0 5 6 15 55

Duitama 3 3 23 26 56

Total 27 43 112 238 371

Fuente: Elaboración propia a partir de la respuesta al DP 
Profamilia, 2021

En total, la IPS Profamilia ha efectuado 1.161 atenciones 
para el territorio boyacense; sin embargo, el 68 % se 
realizaron a mujeres de Tunja, Sogamoso y Duitama. 
Con lo anterior, durante el quinquenio de estudio se 
efectuaron 791 atenciones, este registro es significati-
vamente mayor al dato proporcionado por los hospita-
les de Tunja, Sogamoso y Duitama en conjunto, lo que 
puede sugerir mayor confianza en esta IPS y no en las 
entidades públicas de salud al momento de practicarse 
una IVE. Por consiguiente, se evidencia que las aten-
ciones referidas se prestaron en su mayoría a mujeres 
de Tunja, que las mujeres entre los 20 y los 29 años 
de edad fueron quienes mayoritariamente solicitaron 
dicho procedimiento, seguido de las mujeres entre los 
30 y los 39 años y, por último, las mujeres entre los 10 
y los 19 años. Por otra parte, la entidad manifiesta no 
tener información desagregada por causales.

4.3.5 Entidades administradoras 
de planes de beneficio-EAPB
Las EAPB consultadas en esta investigación fueron 
Comfamiliar Huila, la Nueva EPS y Famisanar; no obs-
tante, solo esta última dio una respuesta muy sucinta.  
Con esto se evidencia el poco interés de las EAPB de 
informar sobre el acceso a la IVE, lo que permite inferir 
que sus usuarias tampoco conocen los servicios de DS 
y DR que prestan. Entre tanto, Famisanar refiere garan-
tizar una red de servicios para el evento, de acuerdo a 
la norma y disposiciones del Ministerio de Salud. Indica 
que las usuarias son direccionadas a las IPS que prestan 
el servicio de procedimiento IVE según las condiciones 
de cada una de ellas y las semanas de gestación, para lo 
cual la EAPB cuenta con Red en Boyacá y en la ciudad de 
Bogotá (Tomado de respuesta al DP Famisanar, 2020).

No obstante, la EAPB no informa acerca de las IPS en 
convenio para la remisión del procedimiento, lo cual 
afecta el derecho a la información en salud de sus 
usuarias. Adicionalmente, la entidad refiere contar 
con tiempos establecidos para garantizar la prestación 
del servicio38 desde donde se gestiona “con la Red de 
prestación todas las gestiones administrativas y de 
agenda, para garantizar así la oportunidad” (Tomado 
de respuesta al DP Famisanar, 2020). 

38	 El plazo máximo para la realización de un procedimiento 
IVE desde la Red Hospitalaria es de cinco días calendario 
posterior a la solicitud (Sentencia C355, 2006).
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Lo anteriormente expuesto pone de manifiesto el pa-
norama adverso y desafiante del acceso a la interrup-
ción voluntaria del embarazo. El sector salud requiere 
particularmente de la creación de mecanismos articu-
lados de seguimiento a la sentencia, debido a las vul-
neraciones de derechos que se han presentado frente 
al acceso a la IVE, también es preciso monitorear con 
exhaustividad la implementación de las diferentes nor-
mativas relacionadas con este derecho. 

4.4 Sector protección
Para esta investigación se acude al Instituto Colombia-
no de Bienestar Familiar -ICBF, entidad de protección, 
indispensable en el cumplimiento de los derechos de 
las menores de edad. La entidad fue consultada con el 
propósito de evidenciar las medidas que implementa 
sobre el tema. Conforme a esto, la institución asegura 
contar con lineamientos técnicos y normativos, a tra-
vés de las Defensorías de Familia, para brindar aten-
ción oportuna e inmediata a las niñas y adolescentes 
víctimas de violencia sexual que soliciten la interrup-
ción voluntaria del embarazo, y esta se dirige a ofrecer 
orientación e información sobre el acceso al derecho 
constitucional (Tomado de respuesta al DP Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar - ICBF, 2020).

Siguiendo este orden de ideas, según la entidad, a las 
niñas y adolescentes se les garantiza acceder a la IVE 
de forma libre y voluntaria “sin ningún tipo de coac-

ción o presión y con base en la información y asesoría 
oportunamente brindada por la Autoridad Administra-
tiva”. Esto incluye la confidencialidad y salvaguarda de 
la información, lo que indica el respeto al derecho a la 
intimidad. Dicha institución refiere que ningún funcio-
nario del ICBF puede alegar objeción de conciencia, ya 
que este derecho se restringe para el personal médico 
que esté directamente involucrado en su realización 
(Tomado de respuesta al DP Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar - ICBF, 2020). 

Según lo encontrado, el ICBF desde el año 2016 viene 
generando diversas estrategias educativas de difusión, 
capacitación interna, externa y articulaciones intersec-
toriales respecto a temas asociados con la garantía de 
los derechos sexuales y reproductivos, abordando de 
forma transversal el acceso a la IVE en mesas departa-
mentales y municipales sobre prevención de embarazos 
en menores de edad, así como en comités de preven-
ción de la violencia sexual, género, entre otras. Lo in-
formado da cuenta del nivel de formación del personal 
de la institución en torno al cumplimiento de los DS y 
DR de los NNA; no obstante, específicamente sobre la 
sentencia C355 del 2006, solo se efectuó una capaci-
tación al personal en el 2017 en alianza con Profamilia.

Respecto al registro de acompañamientos y orientación 
a las niñas y adolescentes menores de 18 años que bus-
can acceder a la IVE en las tres ciudades de estudio, los 
datos reflejaron bajos  indices de estos ya que en total 
solo se registraron 6 casos durante el quinquenio de 
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interés. Encontrando que Sogamoso obtuvo  el mayor 
porcentaje de atenciones y sobre las edad de las meno-
res que acudieron al ICBF por dichos servicios, oscilaron 
entre los 12 y 16 años. 

Tabla 8. Orientaciones y acompañamientos 
brindados a las NA para acceder a la interrupción 
voluntaria del embarazo, 2015-2019

Año Tunja Duitama Sogamoso Total

2015 0 0 0 0

2016 0 0 2 2

2017 1 0 0 1

2018 1 0 1 2

2019 0 0 1 1

Fuente: Elaboración propia a partir de las respuesta al DP 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar - ICBF, 2020

Contrarrestando la información referida con lo encon-
trado en los documentos del Instituto Nacional de Me-
dicina Legal y Ciencias Forenses sobre los presuntos 
delitos sexuales en Boyacá, los datos reflejan un pa-
norama aterrador respecto a este tipo de violencias en 
niñas y adolescentes, ya que en los años estudiados el 
número de víctimas en este rango de edad sobrepasó 
el 85 % de los casos, solo en 2019 se presentaron 332 
casos de niñas y adolescentes víctimas de este tipo de 
violencia (Forensis, 2019). Por lo anterior, preocupa la 
baja atención que muestra el instituto, en contraste 
con el alto índice de violencia sexual del departamento.

4.5 Sector educación
Atendiendo a lo consignado en la Sentencia C-355 de 
2006 sobre la competencia del sector educación en la 
creación de programas y servicios tendientes a brin-
dar de manera eficiente a las mujeres educación for-
mativa en salud sexual y reproductiva, se reconoce a 
la universidad como un actor clave en la promoción y 
garantía de los derechos humanos. Por lo anterior, esta 
investigación consideró necesaria la información sobre 
la promoción del derecho a la IVE en la universidad pú-
blica boyacense: Universidad Pedagógica y Tecnológica 
de Colombia UPTC.39

Según lo encontrado, la universidad cuenta con el ser-
vicio Bienestar universitario, desde donde se imple-
menta la ruta integral de atención para la promoción 
y mantenimiento de la salud, incluyendo los servicios 
amigables para adolescentes y jóvenes, basados en 
la Resolución 3280 del 2018. Desde allí la universidad 
activa la ruta y protocolo para la IVE e informa sobre 
los derechos sexuales y reproductivos. Conforme a lo 
manifestado por la institución, esta ruta es socializada 
con el personal de salud y los servicios se prestan en 
las diferentes seccionales, además a las usuarias de 
los servicios de salud de Bienestar universitario, se 

39	 La Universidad Pedagógica y Tecnológica de Colombia 
tiene sede en los tres municipios de estudio y cuenta con 
el servicio de Bienestar universitario y Casa de la Mujer 
como programa de extensión. 
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les garantiza la confidencialidad de la información y la 
custodia de la historia clínica (Tomado de respuesta al 
DP Bienestar Universitario Universidad Pedagógica y 
Tecnológica de Colombia -UPTC, 2020).

En sintonía con las estrategias de defensa, promoción 
y divulgación de los derechos sexuales y reproductivos 
en la universidad, desde el 2008 la UPTC cuenta con 
un programa de orientación y acompañamiento, diri-
gido desde la Casa de la Mujer, que atiende solicitudes 
de estudiantes, mujeres de todo el departamento de 
Boyacá y áreas de influencia de la universidad. Adicio-
nalmente, tiene un carácter articulador, ya que hace 
parte de distintas alianzas intra e interinstitucionales 
para el abordaje de temas de género. El programa es 
coordinado por profesionales expertas/o en medicina 
y trabajo psicosocial, las cuales reciben capacitación 
periódica por parte de distintos sectores instituciona-
les sobre atención a IVE. 

Ahora bien, pese a la existencia de programas específi-
cos sobre salud sexual y reproductiva en la universidad 
pública UPTC, no se evidencia cómo estos son socializa-
dos con la comunidad universitaria para su divulgación y 
conocimiento. Se perciben dificultades en la realización 
de acciones coordinadas y en conjunto con organizacio-
nes feministas o comités estudiantiles en la promoción 
y divulgación del derecho a la IVE, específicamente al 
interior de la universidad. Por otra parte, la institución 
no cuenta con el registro de orientaciones en salud rea-
lizadas sobre IVE ni tampoco con campañas pedagógicas 

implementadas sobre la promoción de este derecho para 
la comunidad estudiantil durante el tiempo de estudio. 
Por último, la universidad no refiere convenios o alianzas 
con entidades de salud- IPS- para facilitar el acceso a la 
IVE a las estudiantes universitarias. 

4.6 Sector justicia
Tabla 9. Número de casos judicializados por el delito 
de aborto en Tunja, Duitama y Sogamoso 2015 -2019 

Año Duitama Tunja Sogamoso Total 

2015 3 7 1 11 

2016 3 8 2 13 

2017 0 10 2 12 

2018 0 7 3 10 

2019 0 2 3 5 

Total 6 34 11 51 

Fuente: Elaboración propia a partir de la respuesta al DP Fiscalía 
General de la Nación- Seccional Boyacá, 2020.

Se consultó a la Fiscalía General de la Nación Seccio-
nal Boyacá con el propósito de conocer la situación de 
la criminalización del aborto en el departamento, y se 
encontró que el sistema de información de la seccional 
no permite desagregar datos sociodemográficos relacio-
nados con las personas judicializadas por dicho delito.  
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A pesar de ello, la institución refiere que en el departa-
mento no existen condenas a mujeres ni profesionales 
de la salud en los casos registrados que a continuación 
se presentan. No obstante, la información expuesta por 
la entidad tiene algunas discrepancias que se evidencia-
rán en los siguientes párrafos.

Tabla 10. Recopilación de procesos judiciales

Estado Duitama Tunja Sogamoso Total 
Activo 1 14 5 20 

Inactivo 5 20 6 31 

TOTAL 6 34 11 51 

Fuente: Elaboración propia a partir de la respuesta al DP Fiscalía 
General de la Nación- Seccional Boyacá, 2020.

Durante los cinco años de estudio, en las tres ciudades 
se interpusieron en total 51 denuncias por el delito de 
aborto, donde Tunja registró el mayor número. Pese a 
la cifra, los reportes tienden a disminuir desde el año 
2017 y en el 2019 su reducción fue significativa. Por 
otra parte, según lo informado por los funcionarios/
as judiciales entrevistados, el principal denunciante 
en los delitos de aborto en Boyacá es el personal de 
la salud. Esto deja en entredicho el cumplimiento de 
las obligaciones legales y constitucionales que tienen 
las entidades y profesionales de la salud frente a la 
garantía del derecho a la intimidad y confidencialidad 
de las mujeres y la protección del secreto médico en 
los casos de aborto. En función de lo planteado, la 

criminalización de las mujeres produce un efecto in-
hibitorio en los profesionales y propicia en las mujeres 
en condiciones de vulnerabilidad situaciones de riesgo 
a su salud y sufrimientos que pueden ser evitables 
(Casas, et al. s.f.). 

Se evidenció que los procesos penales por el delito 
de aborto en Boyacá, en su mayoría, se encuentran 
inactivos en los despachos judiciales, posiblemente 
por la falta de material probatorio para judicializar la 
conducta o por otras vías administrativas que suelen 
tomar los funcionarios judiciales. Esto puede implicar 
una carga para el sistema de justicia, en tanto existe 
una dificultad para juzgar los hechos, además de la gran 
afectación que trae para las mujeres ser criminalizadas 
por decidir sobre su capacidad reproductiva y proyecto 
de vida. En cuanto a la labor de capacitación frente a la 
Sentencia C355 de 2006 y la directiva 006 del 201640, 

40	 Directiva 006 de 2016, por medio de la cual se adoptan 
directrices para la investigación y juzgamiento del delito 
de aborto. Esta directiva es de obligatorio cumplimiento 
para los fiscales que conocen del delito de aborto (art. 
122 del Código Penal), la cual propende por garantizar el 
acceso al derecho a la IVE. Consideraciones: como la IVE 
es un derecho fundamental, es preciso que se protejan y 
prevalezcan los derechos de las mujeres a no continuar 
con un embarazo si se encuentran en alguna o varias 
de las tres excepciones al delito. Por lo tanto, NO habrá 
sanción penal a las mujeres, niñas y adolescentes 
que se practican una IVE cuando se encuentran en una 
o varias de las causales despenalizadas. Si se radica una 
denuncia por el delito de aborto en contra de una mujer, 
niña o adolescente, pero se encontraban amparadas por 
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la seccional desarrolló únicamente dos capacitaciones 
sobre la IVE en el 2020, la entidad señala que, dado 
su carácter de obligatorio cumplimiento, la directiva 
es aplicada en todos los casos de investigación y ju-
dicialización del delito de aborto; no obstante, no se 
detallan las estrategias de capacitación o difusión de 
los contenidos de esta directiva.

En relación con lo anterior, el movimiento Causa Justa41 
indica que la criminalización por delitos de aborto en Co-
lombia se ensaña con las mujeres y niñas más vulnera-

el derecho fundamental a la IVE, la investigación y el 
subsecuente proceso se deberán archivar, ya que no 
se configura la responsabilidad penal. Si la mujer, niña 
o adolescente es denunciadas por el delito de aborto y 
NO se encontraba ejerciendo el derecho a la IVE bajo las 
tres causales despenalizadas, es preciso que se aplique 
el principio de oportunidad.

41	 Causa Justa es un movimiento que busca la libertad y la 
autonomía reproductiva de todas las mujeres sobre sus 
cuerpos y sus proyectos de vida. Impulsado por La Mesa 
por la Vida y la Salud de las Mujeres, otras organizaciones 
de mujeres, feministas y de derechos humanos y difer-
entes actores, entre quienes se encuentran activistas, 
prestadores de servicios de salud, referentes académi-
cos y centros de investigación de todo el país. Causa 
Justa reconoce la urgente necesidad de eliminar el deli-
to de aborto del Código Penal como un avance para los 
derechos de las mujeres y un cambio favorable para la 
sociedad y la democracia. Así también, busca avanzar en la 
despenalización social, dar legitimidad a las decisiones li-
bres que toman las mujeres sobre sus cuerpos, y eliminar 
el estigma que recae sobre ellas y sobre los prestadores 
de salud que realizan procedimientos de IVE.

bles, haciendo que la injusticia crezca a través del dominio  
criminal que resuelve castigar el aborto (Mesa por la Vida 
y la Salud de las Mujeres, 2021). Así, según datos de la Fis-
calía General de la Nación, un alto porcentaje de mujeres 
perseguidas por delito aborto son menores de edad42 y/o 
víctimas de violencia intrafamiliar o violación.43 

En aras de contrastar la información obtenida de la 
seccional Boyacá, el informe La Criminalización del 
aborto en Colombia, que contiene datos desde 1998 
hasta 2019, realizado por investigadores de la Univer-
sidad de los Andes y La Mesa por la Vida y la Salud de 
las Mujeres en el 202144, logró establecer que Boyacá 

42	 24 % de los casos las mujeres condenadas son menores 
(81 de las 335 sentencias condenatorias corresponden a 
menores de edad). 

43	 Hallazgos indican que: (i) las condenas para el delito de 
aborto consentido representan un 7,6 % de los casos, 
mientras que para el total del sistema las condenas cor-
responden a un 4 %, y para los delitos de violencia intra-
familiar y de acceso carnal violento representan un 1,14 
% y 3,38 %, respectivamente; (ii) las imputaciones para 
aborto consentido representan el 12,54 % de los casos, 
siendo superior que en el total del sistema (10,18 %) y 
casi el doble que el porcentaje de imputaciones para los 
delitos de aborto sin consentimiento (6,77 %) y acceso 
carnal violento (7,9 %); 

44	 Jaramillo Sierra, I., Santamaría Uribe, N., y Forero Mesa, 
W. (2021). La Criminalización del aborto en Colombia. 
La Mesa por la Vida y la Salud de las Mujeres. En este in-
forme se presenta la manera en la que se ha adelantado la 
investigación y sanción del delito de aborto en Colombia, 
y se establecen unas hipótesis exploratorias que explican 
la estabilización del número de mujeres condenadas por 
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se encuentra dentro de los cinco departamentos con 
más casos de abortos investigados por cada 100.000 
mujeres (47,5 casos por cada 100.000 mujeres), sien-
do los municipios de Viracachá, Busbanzá, Muzo, Chi-
quinquirá y Coper los lugares donde se investigan más 
casos, adicionalmente, se estableció que Boyacá es el 
segundo departamento a nivel nacional donde se pro-
ducen mayores condenas por el delito de aborto (el 
13.94 % de los hechos que dan inicio a un caso terminan 
en condenas).45 Dichos resultados son evidentemente 
distintos a lo encontrado en la seccional Boyacá de la 
Fiscalía, y esto se debe, en primer lugar, al alcance del 
informe, además cuestiona la rigurosidad en el registro 
de la información en la entidad boyacense.

Así mismo, reiterando lo expresado por los funciona-
rios judiciales en Boyacá, en este informe se identificó 
que en general los y las profesionales de la salud le 
dan prioridad a la supuesta obligación que tienen de 
reportar en todos los casos de aborto el “delito,” por 
encima de la salud y el bienestar de la paciente, así 
como de su derecho a la privacidad protegido por el 
secreto médico. Sobre este punto, se calculó que (i) en 

el delito de aborto desde 2008, a pesar de la decisión de la 
Corte Constitucional de despenalizar la conducta en tres 
circunstancias y de los esfuerzos desplegados por la Fis-
calía General de la Nación para reducir la persecución pe-
nal. Disponible en: https://despenalizaciondelaborto.org.
co/wp-content/uploads/2021/08/La-criminalizacioi%C-
C%80n-del-aborto-en-Colombia_LaMesa-1.pdf

45	 Ibídem. Pág. 18-23.

el 56,72 % de los casos de aborto que terminaron en 
condena la denuncia fue presentada por personal de la 
salud (médicos, enfermeras, trabajadora social, entre 
otros)46, y que (ii) “de los casos de abortos consentidos 
en los que se registra información sobre quién hizo el 
reporte o la denuncia, el 79 % fueron informados por 
la policía y personas del centro de salud: la enfermera 
jefe, la trabajadora social, la obstetra, el vigilante, el 
director del centro médico, entre otros”.47 

4.7 Percepciones sociales 
sobre la interrupción 
voluntaria del embarazo 
en Boyacá
Para identificar las percepciones de la sociedad civil se tomó 
el taller como técnica que permite analizar elementos del 
discurso de las participantes, en función de tres categorías 
de análisis: aborto, imaginarios culturales y despenaliza-
ción del aborto. Para dichos talleres se convocó a varios 
sectores de la sociedad:48 entre estos estudiantes univer-
sitarias UPTC, organizaciones feministas del departamen-
to, plataforma de juventudes de Tunja, Duitama y Sogamo-

46	 Ibídem. Pág. 59.
47	 Ibídem. Pág. 73. 
48	 Para conocer los datos específicos respecto a la com-

posición de la muestra remítase al Anexo A.



D i a g n ó s t i c o  p a r t i c i p a t i v o  s o b r e  l a  g a r a n t í a  d e  l o s  D S y R  d e  l a s  m u j e r e s , B o y á c a , c o n  é n f a s i s  e n  l a  I V E , 2 0 1 5 - 2 0 1 9

56 

so, mujeres pertenecientes a los consejos consultivos del 
departamento y un grupo de profesoras del sindicato de 
maestros Sindimaestros de Tunja, Duitama y Sogamoso. 

En general, las edades de quienes participaron oscilan 
entre los 17 y los 64 años, lo cual nos permite ampliar el 
espectro de investigación. No obstante, se subraya que 
la muestra se agrupó en dos grupos etarios respecto a 
la cantidad de participantes49: el primero, entre los 35 
y los 64 años, conformado por mujeres pertenecientes 
a los consejos consultivos y el sindicato de maestros 
y, el segundo, entre los 17 y los 34 años de edad, in-
tegrado por las mujeres de organizaciones feministas, 
estudiantes universitarias y plataforma de juventudes. 
Del total de las participantes, el 97 % fueron mujeres50 
y la distribución geográfica fue similar para las tres 
ciudades que se analizan en este estudio.

4.7.1 Aborto
Entendiendo que la palabra aborto tiene significados y aso-
ciaciones diferentes entre las y los participantes, se evi-
denciaron dos posiciones divergentes que tienen relación 

49	 Los grupos fueron divididos por edades porque esto per-
mite categorizar de mejor forma las percepciones que 
tienen las personas sobre el aborto según su ciclo vital 
y contrarrestar la información.

50	 La participación de hombres únicamente se dio en el 
taller realizado al grupo de maestros de Sindimaestros, 
su participación no fue activa y el porcentaje de ASIS-
tencia fue mínimo. 

con la edad y su lugar de enunciación.51 Con esto, a pesar 
de las apreciaciones negativas de algunas/os, persiste la 
convicción de respetar la capacidad de las mujeres para to-
mar decisiones autónomas, por tanto, consideran que solo 
debe ser la mujer la encargada de elegir sobre su cuerpo: 
“La decisión sobre IVE es de la mujer, independientemente 
de la pareja, de su religión o familia e incluso del personal 
de salud” (profesor, 2020). Sin embargo, enfatizan en la 
importancia del acompañamiento psicosocial, además de 
la orientación profesional durante y después de la IVE. 

Algunos participantes perciben el aborto como una forma 
de cuestionar los mandatos sociales sobre las identidades 
de género femeninas y su capacidad reproductiva al servi-
cio de los hombres: “Son mujeres empoderadas desde su 
autoestima, están rompiendo paradigmas que la sociedad 
patriarcal ha impuesto sobre la maternidad” (profesora, 
2020), además refieren: “a veces por seguir estándares 
sociales nos llevan a cometer arbitrariedades y a traer 
seres a este mundo que son abandonados, lastimados y 
violentados” (profesora, 2020).

En algunos casos el aborto es considerado como un 
acto de responsabilidad de las mujeres con la sociedad. 
Así pues, en el grupo de maestras y consejeras consul-
tivas, las participantes reconocieron la capacidad de las 

51	 El lugar de enunciación, se construye a partir de los le-
gados culturales, puesto que esta categoría nos permite 
evaluar el discurso, pero también el territorio y las raíces 
de donde emerge (Muñoz Leal, 2016).
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mujeres de decidir sobre su cuerpo y su proyecto de 
vida: “El aborto no es positivo ni negativo, es circuns-
tancial y particular” (profesora, 2020). Así mismo, los 
argumentos a favor de esta última posición recalcan la 
necesidad de no “satanizar”, estigmatizar ni crimina-
lizar a las mujeres que toman sus propias decisiones. 
Entre tanto, resaltan la importancia de modificar el len-
guaje al momento de hablar de aborto, sobre esto, las 
profesoras en particular prefieren referirse a la IVE: “En 
el colegio cuando abordo este tema no hablo de aborto 
porque el término aborto está rodeado de una cantidad 
de violencias e imaginarios, las personas suelen asociar 
el aborto con asesinato y crueldad” (profesora, 2020).

Si bien se expresaron algunas posiciones relacionadas 
con el respeto por las decisiones de las mujeres, las 
participantes de entre los 40 y los 64 años consideran 
el aborto como una contravención a las consideraciones 
morales, éticas y/o religiosas que son compartidas por 
gran parte de la sociedad boyacense; algunas expresa-
ron que el aborto podría considerarse sinónimo de co-
bardía. Se encontraron expresiones como: “No tenemos 
ese derecho de quitarle la vida a un ser humano, a una 
nueva vida. No lo permitiría en ninguno de mis hijos” 
(profesora, 2020) y “El aborto todavía se considera un 
pecado” (consejera consultiva, 2020).

Algunas de estas posiciones simpatizan con los argu-
mentos que expresan los movimientos en contra de la 
autonomía reproductiva de las mujeres, en los que el 
aborto no se considera una posibilidad susceptible de ser 

analizada, como: “No me cuadra eso del aborto, tampo-
co me llama la atención, pero no juzgo, respeto mucho, 
pero si es por mí yo trato de que no lo haga” (consejera 
consultiva, 2020) y “Estoy de parte de las personas que 
quieren defender la vida, es que no es solo la mujer, es el 
ser que se viene gestando ya que esa persona también 
siente dolor” (consejera consultiva, 2020). 

Se evidenció que existe desconocimiento sobre los es-
tándares jurisprudenciales en materia de IVE, además 
de una interpretación restrictiva por parte de las parti-
cipantes, relacionada con las prohibiciones y requisitos 
para el acceso a IVE. En lo que respecta a las causales, 
una buena parte de las participantes es más propensa 
a validar la IVE por la causal de violación y malforma-
ción fetal, según ellas, por las implicaciones negativas 
que trae para las mujeres, así como para sus hijos/as 
si continúan con el embarazo: “En caso de violación 
si debe considerarse la IVE necesariamente… ya que 
el aborto es una ley en esa situación y ella tiene ese 
derecho” (profesora, 2020).

Sumado a lo anterior, sobre dicha causal refieren que 
es un derecho de las mujeres y no deben existir obs-
táculos para que puedan acceder a la IVE, pero no 
ocurre lo mismo con la causal de afectación a la salud, 
puesto que afirman: “La decisión es solo de la mujer 
cuando hay un caso especial, un caso fortuito, ejem-
plo violación, pero cuando hay de común acuerdo una 
relación sexual, sí se debe tomar la decisión con la 
pareja” (consejera consultiva, 2020) y “Uno trata de 
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que predomine la vida, pero en casos como violación 
te hace dudar de lo que piensas del aborto” (consejera 
consultiva, 2020). 

Dichas participantes perciben que hay un cambio en 
la forma de establecer relaciones erótico-afectivas en  
los/as adolescentes y jóvenes y suponen como una 
conducta cotidiana las relaciones sexuales de una no-
che y las violaciones ocasionadas por el consumo de 
sustancias psicoactivas; sin embargo, no justifican el 
hecho, incluso ayudarían a las mujeres a acudir a la IVE 
en dicha situación. 

Respecto a la causal de salud, algunas de las parti-
cipantes de este grupo expresan argumentos más 
restrictivos, a excepción de algunas que manifestaron 
su incomodidad con las afirmaciones de sus colegas 
en contra de la IVE por causal salud. Por ejemplo, ex-
presaron que las mujeres que se encuentran entre los 
40 y los 50 años de edad y que pueden experimentar 
algún tipo de riesgo en su vida o salud a causa de un 
embarazo deberían seguir adelante con el mismo: “No 
estoy de acuerdo con que una mujer en edad madura 
interrumpa voluntariamente su embarazo, ya que un 
hijo es una bendición de Dios” (profesora, 2020). 

Es preciso reconocer que la muestra poblacional analiza-
da expresa una posición favorable hacia la IPS Profamilia, 
ya que es reconocida como la entidad que brinda el ser-
vicio de IVE en el departamento; sin embargo, frente a 
otras instituciones de protección, como las Comisarias 

de Familia o el ICBF, existe menos confianza, en tanto 
algunos de sus funcionarios, en repetidas ocasiones, han 
puesto obstáculos para la garantía de derechos de las 
mujeres. En otro de los puntos abordados se evidenció 
que la mayoría de las participantes muestran gestos de 
empatía con la situación de las mujeres migrantes vene-
zolanas y la necesidad que tienen de recibir información 
acerca de sus derechos sexuales y reproductivos.

Por otra parte, el segundo grupo de mujeres jóvenes 
mostró posiciones más flexibles y de aprobación sobre 
el aborto enfatizando en la autonomía como principio 
gestor de los derechos sexuales y reproductivos de las 
mujeres: “No tengo por qué sobreponer mi futuro, mi 
plan de vida sobre algo que tengo la potestad de de-
cidir, porque es mi cuerpo y mi decisión” (integrante 
organización, 2020).

Lo anterior puede deberse a la participación activa de 
muchas de ellas en organizaciones estudiantiles y femi-
nistas en las que circula continuamente información so-
bre el tema. Una de las necesidades identificadas a partir 
del análisis de las respuestas proporcionadas por las par-
ticipantes es que para hablar de aborto es imprescindible 
transformar imaginarios asociados a la educación sexual 
y reproductiva; según las mujeres, en las instituciones 
de educación media y universitaria se imparten asigna-
turas arraigadas en patrones culturales fundamentados 
en la religión y la moral cristiana que siguen reprodu-
ciendo mitos y el desconocimiento sobre la IVE, lo que 
perpetua el control sobre los cuerpos de las mujeres. 
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Al respecto, las participantes consideran que la clase 
de religión en el colegio muchas veces atenta contra su 
derecho a pensar diferente y es una materia con la que 
están en desacuerdo: “Ese tema [la IVE] surgió en una 
clase con la profesora de religión, puso un testimonio 
y era de una chica que había abortado y sufrió mucho 
y que Dios la ayudó y que ella se arrepintió muchísimo 
y entonces me gustó porque todas pedimos que reti-
rara el video porque cada quien era libre de pensar y 
realmente surgió un debate” (integrante Plataforma 
Juvenil, 2020).

En el mismo sentido, algunas de ellas consideran que 
muchas veces se desconocen los avances hacia el reco-
nocimiento de temas como la diversidad y orientación 
sexual, y, de esta manera, se niega la existencia de 
otras formas de vivir el cuerpo y decidir sobre el mis-
mo. Se evidencia cierta sensibilidad por comprender los 
contextos de las mujeres de una manera diferencial, 
aceptando que no todas cuentan con los mismos pri-
vilegios, redes o apoyos para tomar una decisión sobre 
la IVE y mucho menos para llevarla a cabo de manera 
segura, tal como es afirmado en este relato:

Uno tiene que comprender que es un tema bastan-
te abierto y que incluye hasta desigualdad social, 
incluye malos hábitos de enseñanza, de educación 
sexual que también incluye desigualdad en el siste-
ma de salud y que son temas mucho más grandes 
que todas nosotras, entonces necesitamos empe-
zar a trabajar porque hay chicas que son de menos 

recursos que nosotras y que tienen nuestra edad 
y que están viviendo situaciones muy distintas. 
Integrante Plataforma Juvenil, 2020).

Respecto a las causales contempladas en la Sentencia 
C-355 de 2006, las participantes muestran un cono-
cimiento puntual y son conscientes de la existencia 
de múltiples barreras para su plena implementación: 
“Son niñas y, por ejemplo, el caso de Claudia fue una 
violación, aparte que estaba enferma, tener la respon-
sabilidad de llevar al bebé. Son casos muy tristes que a 
uno lo llevan a cuestionarse y esos son casos de chicas 
que fueron por circunstancias por las cuales el aborto 
es legal acá en Colombia” (estudiante, 2020).

Sobre el tema, consideran que el abordaje del aborto 
aún es muy nuevo, a pesar de que en la actualidad, y 
gracias a los movimientos feministas y a la organiza-
ción de mujeres, se ha hecho visible y se ha puesto en 
un lugar relevante de la agenda pública. Las participan-
tes coinciden en que a lo largo de la historia y en todos 
los ámbitos se nos ha enseñado que abortar es malo, 
que está prohibido y es castigado tanto por la religión 
como por el Estado. Estas nociones han acentuado las 
cargas morales y sociales sobre las mujeres y crean un 
falso discurso sobre la necesidad de justificar un aborto 
únicamente desde un riesgo inminente para la vida de 
la mujer o del feto, lo que deja de lado la autonomía y 
libertad de las mujeres para decidir sobre sus proyectos 
de vida. Una de las participantes concluyó: “Nos han 
educado por medio de las redes sociales, nuestros pa-
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dres y madres, en el colegio también y en todas partes 
desde una concepción de lo que se supone que es la 
vida” (estudiante, 2020).

4.7.2 Imaginarios culturales  
sobre el aborto 
Algunos mitos relacionados con la práctica del abor-
to tienen que ver con los supuestos riesgos físicos y 
psicológicos para la mujer, producto del procedimien-
to; sobre esto, las participantes jóvenes resaltaron la 
importancia de garantizar las condiciones y la infor-
mación oportuna y necesaria que contrarreste la des-
información que circula comúnmente: 

La penalización social que hay parte también de 
los fundamentalismos religiosos (…), es un discurso 
que debemos desde el movimiento feminista dejar 
de reproducir, ya que el hecho de que sea legal no 
garantiza la seguridad para las mujeres, y lo vemos 
con las redes de acompañamiento que no son esta-
tales y están llevando a cabo procesos amorosos. 
(Integrante organización, 2020).

El grupo conformado por mujeres jóvenes resalta la 
importancia del acompañamiento, la humanización del 
procedimiento y la inclusión de la perspectiva de gé-
nero. Plantea que la legalidad no siempre es sinónimo 
de condiciones y procedimientos seguros ni de trato 
digno al momento de una IVE, puesto que, de acuerdo 

a la experiencia de las participantes, cuando se accede 
a una IVE desde el sistema de salud los procedimientos 
pueden resultar violentos y traumáticos. 

En cambio, en el grupo conformado por las maestras y las 
consejeras consultivas aún persisten creencias negativas 
sobre el aborto, vinculadas a las consecuencias de tipo 
físico que este procedimiento supuestamente produce 
en las mujeres, como riesgos de infertilidad: “Si el aborto 
es natural no habría riesgo de infertilidad en las mujeres, 
pero si es inducido sí. Probablemente el útero sufra lesio-
nes graves que le impidan tener hijos” (profesor, 2020).

Expresan que las creencias religiosas y mitos sobre la se-
xualidad pueden acentuar el posible malestar psicológico 
que experimenta la mujer antes, durante y después del 
procedimiento de IVE: “Las personas asumen las cosas de 
diferente forma y depende de su manejo emocional, depen-
de de cómo lo planeó y realizó, además de la tranquilidad de 
conciencia, de las creencias, mitos y tabúes religiosos, mu-
chas fuimos formadas desde allí” (profesora, 2020). Esto 
da cuenta de la importancia que le otorgan las mujeres al 
acompañamiento psicológico de profesionales sensibles 
a los temas de género en todo el proceso, desde la toma 
de la decisión hasta después de la intervención médica.

No obstante, reconocen, en su mayoría, que los riesgos 
de los abortos dependen del lugar, método, edad de la 
mujer y edad gestacional: “Depende del método que 
se use, hay muchos métodos, depende del tiempo de 
embarazo, depende de las condiciones que lo provoca-
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ron, no se puede generalizar” (profesor, 2020). Una 
tendencia común en el primer grupo es pensar que 
las mujeres adolescentes son irresponsables respec-
to a su sexualidad, por lo tanto, son quienes con más 
frecuencia se practican abortos ilegales que las deja 
expuestas a riesgos de muerte, al respecto manifies-
tan: “Dicen ‘estoy con mi novio y tomo la pastilla del 
día después’, entonces eso es un aborto” (profesora 3, 
2020). Y “Son muchas niñas que lo hacen tan sencillo 
que compran su pastillita y se hacen el autoaborto”52 
(profesora, 2020). De acuerdo a ello, preocupa que los 
y las profesoras puedan asociar la píldora anticoncep-
tiva de emergencia con un aborto, cuando no lo es. 
Es decir, hay un persistente desconocimiento sobre el 
tema, que puede inducir a replicar discursos que con-
lleven a la desinformación.

Las participantes reconocen las distintas condiciones 
de desigualdad que atraviesan las mujeres al momento 
de acceder a la IVE y consideran el factor económico 
como un aspecto que influye en su elección al momento 
de arriesgar su vida y su salud en un establecimiento 
inseguro. Según sus opiniones, mientras las mujeres 
cuenten con menos recursos económicos tienen ma-
yor exposición a complicaciones médicas por abortos 
inseguros, debido a la cultura restrictiva para hablar 

52	 Expresión usada por la participante refiriéndose a la píl-
dora del día después, la cual es confundida comúnmente 
con medicamentos abortivos. Para más información: 
https://www.mscbs.gob.es/novedades/docs/090911_di-
aDespues.pdf 

de derechos sexuales y reproductivos y acceder a in-
formación oportuna y veraz, sobre este asunto: “No 
conocemos las estadísticas, porque quién va a decir yo 
aborté” (profesora, 2020).

Además, dentro de las intervenciones de las participantes 
jóvenes es posible percibir que consideran que 
las decisiones de las mujeres aún siguen sin ser 
escuchadas, incluso con la sentencia C355 de 2006, 
los proyectos de vida de las mujeres parecen no ser 
importantes para la sociedad, que prefiere forzar 
maternidades antes que permitir la decisión libre  
de las mujeres:

En ciertos casos es legal, pero en casos de chicas 
que tuvieron una relación sexual consentida y que 
ya estaban más grandes, por ejemplo, yo. Quedé 
embarazada y no quiero seguir con esa maternidad, 
no tienen por qué obligarme (…) no me tengo que 
ver obligada a seguir con un embarazo para el cual 
no estoy lista, un hijo si es una bendición, pero es 
que detiene tus sueños y el orden de tu vida. (In-
tegrante Organización, 2020).

Existen otros factores que refuerzan los prejuicios, 
además de la falta de educación sexual integral y el 
desconocimiento sobre el aborto en los sectores rurales 
y urbanos, los cuales tienen que ver con la criminali-
zación, la sanción social, la culpa religiosa y la falta de 
confianza en las instituciones para exigir la garantía de 
los derechos sexuales y reproductivos: “La mayoría dice 

https://www.mscbs.gob.es/novedades/docs/090911_diaDespues.pdf
https://www.mscbs.gob.es/novedades/docs/090911_diaDespues.pdf
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que no hay confianza en las instituciones de salud, no 
conocen sus derechos, que temen ser criminalizadas” 
(integrante Plataforma Juvenil, 2020).

Se evidencian, principalmente en el grupo de muje-
res jóvenes, reflexiones importantes en cuanto a la 
necesidad de desmontar imaginarios y estereotipos 
construidos desde la infancia sobre las decisiones 
que toman las mujeres sobre su propio cuerpo, en 
contraste con los argumentos sobre el aborto de las 
mujeres adultas, en los cuales existe una posición 
desfavorable. 

4.7.3 Despenalización total  
del aborto
El argumento a favor del aborto legal y seguro más 
frecuente por parte de las participantes supone que 
al ser practicado de manera adecuada puede evitar 
muertes maternas por abortos inseguros, sobre ello 
manifiestan: “Valdría la pena despenalizar el aborto 
para evitar tantas muertes clandestinas; si el aborto 
se despenaliza totalmente, se protegería la vida de más 
mujeres” (consejera consultiva, 2020).

Las participantes a favor de la despenalización total del 
aborto resaltan la importancia de garantizar la autono-
mía reproductiva de las mujeres. Algunas participan-
tes señalaron la importancia de la Sentencia C355 de 
2006; no obstante, también perciben que han sido po-

cas las mujeres que han accedido a la IVE y se muestran 
algo escépticas a los alcances de su implementación: 
“La sentencia tiene ciertas falencias porque no acoge 
a todas las mujeres del país” (integrante de organiza-
ción, 2020). En este sentido, es necesario incidir en 
la implementación efectiva de la sentencia y avanzar 
hacia la despenalización total del aborto. 

A su vez, reconocen las desigualdades latentes en el te-
rritorio para el acceso a los DS y DR, como las referidas 
al sector de residencia, nivel escolar y recursos económi-
cos. Sin embargo, se dieron posturas restrictivas fren-
te a la despenalización total que argumentaban que se 
amenazan algunos principios morales y éticos: “Con la 
despenalización parcial es suficiente. No podemos llegar a 
una cultura como Sodoma y Gomorra” (profesora, 2020).

Es de resaltar que gran parte de las participantes están 
de acuerdo con la despenalización total del aborto si 
viene acompañado de estrategias efectivas sobre edu-
cación sexual integral libre de prejuicios y al alcance 
de toda la población: “Si avanzamos en una sociedad 
participativa, en un estado verdaderamente social de 
derecho, donde se respeten todos los derechos a de-
cidir, pienso que deberíamos estar de acuerdo con la 
interrupción voluntaria del embarazo de forma libre y 
segura” (profesora, 2020). Otra posición respecto al 
tema manifiesta: “Prácticamente tocaría reeducar en 
esta temática del aborto para que las mujeres tengan 
todas las herramientas para practicar su sexualidad 
libremente” (consejera consultiva, 2020). 
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Las mujeres también hacen énfasis en educar al per-
sonal de salud: “A los primeros que hay que educar es 
a los/as médicos/as, porque algunas mujeres llegan a 
las entidades y son los primeros que les dicen ‘usted va 
a abortar, no se da cuenta que está matando a su hijo’ 
(consejera consultiva, 2020). Así mismo, las percep-
ciones de las participantes más jóvenes se relacionan 
con los principios éticos de libertad y autonomía de las 
mujeres para decidir sobre sus cuerpos y proyectos de 
vida. En ese sentido, muestran mayor respaldo hacia la 
despenalización del aborto y señalan que es la mujer 
quien debe tomar la decisión de continuar o no un em-
barazo, sin intervención de terceros.

4.8 Percepciones de los 
y las profesionales de la 
salud en el acceso a la 
IVE en Boyacá
Con el propósito de reconocer la posición de las y los 
profesionales de la salud en Boyacá, descritos en esta 
investigación como médicos/as, psicólogas/o y enfer-
meras, sobre la interrupción voluntaria del embarazo 
(ver Anexo C), se aplicaron entrevistas a profundidad 
basadas en ocho categorías analíticas: particularidades 
de la sentencia C355 del 2006; percepciones acerca de 
las mujeres que acuden a los servicios de IVE; percep-
ciones sobre abortos inseguros; relación entre creen-
cias religiosas y prácticas en salud; barreras institucio-
nales basadas en el desconocimiento del marco legal y 
fallas en la prestación del servicio de salud; prácticas 
profesionales respecto a la IVE; formación universitaria 
en el acceso a la IVE, y despenalización total del aborto. 

Para iniciar, se parte del componente Particularidades 
de la Sentencia C-355 de 2006, que, como categoría de 
análisis, permite abordar los conocimientos generales 
y las impresiones primarias que suscita la ley en los 
profesionales de la salud. En primera instancia, se iden-
tifica que el personal de salud reconoce los beneficios 
derivados de la sentencia, y, por tanto, lo consideran 
un avance histórico en materia de derechos: 
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“Un instrumento para hacer garante la autonomía 
de los derechos sexuales y reproductivos de las 
mujeres” (profesional1, 2020). 

Sin embargo, en la práctica, el procedimiento IVE aún 
enfrenta muchas barreras de acceso, principalmente 
por la dicotomía entre las creencias morales y religiosas 
de cada profesional vs la aplicación de la norma. Es por 
ello que consideran que deben existir unas condiciones 
sociales, institucionales y de información veraz que po-
sibiliten la práctica de la IVE: “La sentencia permite a 
las mujeres acceder al aborto de forma segura y legal, 
por ello es necesaria la información clara y oportuna” 
(profesional 2, 2020).

Las consideraciones de las/os profesionales presen-
tan puntos polarizados en cuanto a la validación de las 
causales, que permitieron la categorización en cuatro 
grupos. Primero, de manera amplia, las profesionales 
aprueban las tres causales para el acceso a la práctica 
de la IVE, y se atribuyen idoneidad en lo que respecta a 
sus criterios de atención; sin embargo, algunos refieren 
que hay elementos poco claros respecto a la causal salud 
que dificultan la interpretación: “Hay una ambigüedad 
alrededor de los criterios para definir las consecuencias 
mentales ya que se deja de lado o no se aclara sobre 
el estrés, la ansiedad o la limitación de recursos como 
causal” (profesional 5, 2020). Cabe mencionar que esto 
se relaciona con la interpretación restrictiva de la causal 
salud, barrera categorizada por La Mesa (2017). 

Segundo, hay una postura que considera que las causa-
les son necesarias, pero sobre todo suficientes, sobre 
esto refiere: “Tampoco se puede dar vía libre al aborto, 
ya que las mujeres deben asumir su responsabilidad” 
(profesional 6, 2020). En tercer lugar, hay quienes con-
sideran que la demarcación de las tres causales es un 
límite al derecho como tal, puesto que existe un acceso 
limitado que sigue presentando impedimentos.

Finalmente, en cuarto lugar, dentro de las participan-
tes hay quienes justifican que se debe establecer un 
límite en el tiempo gestacional para la práctica de 
la IVE, dado que consideran que, a mayor tiempo de 
gestación, puede existir mayor riesgo para la vida y 
salud de las mujeres. Desde otro punto, se considera 
que, desde la práctica real de los procedimientos de 
IVE y debido a la tramitología, no debería existir un 
límite para el acceso, de acuerdo a las barreras insti-
tucionales propias del sistema de salud, y sobre ello 
manifiestan: “Aquí en Colombia el límite pone a las 
mujeres en un lío jurídico” (profesional 9, 2020)53. 

53	 Según el Grupo Médico por el Derecho a decidir Colombia 
en su documento Controversias en torno al establecimien-
to de plazos para el aborto elaborad por Laura Gil y Ana Cris-
tina González Vélez, “Los motivos de una mujer para abortar 
no cambian con respecto a la edad gestacional. Siempre son 
el mismo y es evitar la maternidad por múltiples y profun-
das razones. Establecer un límite en la ley penal implica que 
se considera que si se sobrepasa de cierta edad gestacional 
hay algún tipo de dolo o de mala intención por parte de las 
mujeres cuando se sobrepasa ese límite, cuando en reali-
dad los motivos no cambian e incluso son más poderosos”. 
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Esto supone que haya una brecha entre la ley y el 
acceso en la práctica dado el efecto temporal que pro-
duce la tramitología. 

Con respecto a las percepciones que tienen las y los 
profesionales acerca de las mujeres que acuden a los 
servicios de IVE, consideran que el equipo en salud debe 
tener una posición neutra frente a la determinación de 
la mujer, dado que la libertad de elegir es un derecho 
de las mujeres. No obstante, no existe una aceptación 
plena de la IVE de forma libre, ya que, para algunos, se 
requiere de la evaluación de los motivos que tienen las 
mujeres para acceder a su derecho. Alrededor de estas 
ideas, se encuentra que, sin embargo, la decisión debe-
ría no estar manipulada por terceros, pero consideran 
crucial y necesario el acompañamiento profesional para 
que las mujeres tomen decisiones informadas: “No debe 
existir un tercero que tome la decisión por ella, pero sí 
debe haber asesoría o guía para que ellas la conozcan 
su derecho a la IVE” (profesional 11, 2020).

Frente a estas percepciones, en relación a los efectos 
del aborto, se configuran cuatro (4) redes semánticas 
o grupos de respuestas:

En primer lugar, según las respuestas del personal de 
salud, hay una alta posibilidad de afectación, principal-
mente de tipo psicológico, posiblemente por los prejui-
cios sociales y estigmatización asociada al aborto, que 
traen consigo sentimientos de culpa y/o vergüenza en 
las mujeres, derivados de la sanción social. 

En segundo lugar, se menciona que la afectación emo-
cional depende de la causal, ya que, por ejemplo, en 
casos de malformación congénita, las mujeres reque-
rirían atención en salud mental, ya que, según expresa 
un profesional: “Son pacientes que van a generar un 
duelo y necesitan acompañamiento” (profesional 4, 
2020). Respecto a la afectación en la salud mental 
por la causal de violación, las consideraciones sobre el 
impacto emocional al acceder a la IVE disminuyen, ya 
que, según las/os profesionales, generalmente la afec-
tación se produce por la violencia sexual en sí misma 
y la interrupción del embarazo se convierte entonces 
en una forma de aliviar el malestar psicológico: “(…) 
el estrés fue generado más que todo por el acceso y 
la interrupción genera una liberación de la carga del 
acceso carnal” (profesional 5, 2020).

En tercer lugar, reconocen los efectos nocivos deriva-
dos de la atención al momento del procedimiento, lo 
cual se relaciona de manera directa con la respuesta 
institucional en la prestación del servicio y la forma en 
que la mujer es atendida -o juzgada- por el equipo de 
la institución en salud. 

Finalmente, en cuarto lugar, se identifica la necesidad 
del acompañamiento psicológico y el acceso a infor-
mación oportuna sobre el procedimiento. Sin embargo, 
las profesionales manifiestan que la aceptación de la 
intervención psicológica también debe ser decisión 
de la mujer. 
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Por otra parte, al abordar la categoría percepciones so-
bre los abortos inseguros se pudieron recoger diversas 
perspectivas, entre estas, con un alto nivel de repetición, 
se identifica que son procedimientos poco seguros que 
ponen en riesgo la salud y la vida de las mujeres. No obs-
tante, también se hace referencia a los abortos farma-
cológicos que se realizan en casa y que no representan 
mayor riesgo para las mujeres cuando son realizados 
por expertas o por medio de servicios de telemedicina: 
“Cuando los abortos se realizan en casa con acompaña-
mientos suelen salir bien” (profesional 7, 2020).

De esta manera, se infiere que el problema no es el 
aborto en sí mismo, sino procedimientos inadecuados 
bajo condiciones insalubres que ponen en riesgo inmi-
nente la vida de la mujer. Así, según las/os profesiona-
les, la despenalización parcial en Colombia ha permitido 
que mayor cantidad de mujeres acudan a entidades 
de salud responsables y legales; sin embargo, también 
se percibe que existe una mayor demanda de abortos 
inseguros y clandestinos debido a la poca formalidad 
en los trámites para acceder a ellos. A propósito, ase-
gura una de los participantes: “Los abortos ilegales son 
la única opción que tienen muchas veces las mujeres 
porque por la red hospitalaria los tramites son largos 
y muchas no quieren que la familia se entere” (profe-
sional 8, 2020). 

Según el personal de salud, para frenar los abortos 
inseguros se requiere de una serie de elementos ar-
ticulados, que van desde la respuesta del sistema de 

salud y programas especializados para la atención de la 
IVE hasta mayor formación y sensibilización del equipo 
médico para prevenir barreras institucionales. A ello se 
suma que, a mayor práctica de intervenciones dentro 
del sistema de salud, mayor mitigación de los prejui-
cios y cuestionamientos a las mujeres por parte del 
personal, lo que representa, además, un incremento 
en la confianza de las usuarias para realizarse estos 
procedimientos bajo el sistema de salud. 

En lo que concierne a la relación entre creencias reli-
giosas y prácticas en salud, se reconoce que hay una 
cultura arraigada a tradiciones regionales que suscitan 
profundas discusiones polarizadas entre religión y la 
ética profesional. De esta manera, perciben que las ase-
sorías están impregnadas de creencias religiosas del 
profesional y, por tanto, la orientación está permeada 
por prejuicios personales que pueden incidir en la deci-
sión de la mujer. Sobre esto se manifiesta: “Las creen-
cias religiosas sí influyen en la mayoría del personal de 
salud, incluso cierran su enfoque científico por prestar 
atención a su enfoque religioso” (profesiona1 3, 2020). 

A pesar de que hay un avance histórico en el recono-
cimiento del derecho al aborto, persiste una barrera 
cultural anclada en las creencias religiosas, que es-
timula el estigma frente a una decisión que genera 
castigo social y dificulta la promoción de espacios y 
encuentros para su comprensión: “Es difícil hablar de 
aborto porque somos una cultura muy creyente, so-
bre todo en nuestro departamento Boyacá, entonces 
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hablar abiertamente del aborto aquí generaría dema-
siado problema, demasiado estigma frente al tema del 
aborto” (profesional 2, 2020).

En cuanto a las barreras institucionales basadas en el 
desconocimiento del marco legal y fallas en la presta-
ción del servicio de salud54, se evidencia una primera 
barrera relacionada con las dilaciones y trabas adminis-
trativas por parte de las entidades de salud reconocida 
por el personal: “Las mujeres no suelen acudir a la IVE 
por la red hospitalaria por demoras en el trámite” (pro-
fesional 3, 2020). Por otro lado, se encuentran barreras 
en términos de la falta de acceso a la información en 
salud para las mujeres, debido a la dificultad de las 
entidades en la promoción de este derecho, a este res-
pecto opinan: “Las mujeres no suelen acudir a la IVE 
por la red hospitalaria, porque no confían en las insti-
tuciones de salud y no tienen acceso a la información” 
(profesional 4, 2020). 

En cuanto a las prácticas profesionales respecto a la IVE, 
para comenzar, se parte del análisis de la objeción de con-
ciencia, que, según la gran repetición de respuestas, está 
condicionada por motivos religiosos. En algunos casos, 
esta postura es considerada por los y las profesionales 
como mediocridad profesional y, en otros, relacionada con 

54	 Esta categorización hace parte de la clasificación de bar-
reras realizadas por La Mesa Por la Vida y la Salud de 
las Mujeres, la cual se encuentra en: https://despenal-
izaciondelaborto.org.co/barreras-de-acceso-a-la-inter-
rupcion-voluntaria-del-embarazo-en-colombia/

la libertad desde sus creencias. A partir de la alta repeti-
ción de respuestas, se puede concluir que se asume como 
una mala práctica profesional intentar persuadir a la usua-
ria respecto a su decisión, en contraposición a ello, en una 
respuesta se identifica que esta persuasión es respetable 
puesto que: “Toda vida que se pueda salvar es valiosa, 
pero pues los temas legales se deben tener en cuenta” 
(profesional 10, 2020). Siguiendo con la primera postura, 
el trato en los servicios médicos es altamente deshuma-
nizado, lo que conlleva a considerar “la salud como un 
servicio y no como un derecho” (profesional 11, 2020). 

Teniendo en cuenta el análisis sobre la formación uni-
versitaria, se identifica que hay una falta de preparación 
respecto al abordaje de la IVE desde los programas aca-
démicos de pregrado.55 De esta manera, los y las profesio-
nales han tenido este tipo de aprendizajes en su ejercicio 
profesional, en capacitaciones externas sobre el tema y 

55	 Así lo reitera el resumen revisión del plan curricular, los 
microcurrículos, las estrategias pedagógicas y el desarrollo 
de competencias en Interrupción Voluntaria del Embara-
zo (IVE) en cuatro facultades de Medicina, realizado por 
la Universidad de los Andes en alianza con La Mesa por la 
Vida y la Salud de las Mujeres (2018), en donde se evidencia 
que: “En general, ningún currículo de las cuatro faculta-
des estudiadas expresa de manera detallada las estrategias 
pedagógicas en relación con la IVE. A pesar de que en to-
das las facultades se incluye en los currículos el tema de 
las causales de despenalización del aborto y objeción de 
conciencia, hay desconocimiento acerca de las normati-
vas posteriores”. Disponible en: https://despenalizacionde-
laborto.org.co/wp-content/uploads/2020/03/14.-Resu-
men_revision_del_plan_curricular.pdf

https://despenalizaciondelaborto.org.co/barreras-de-acceso-a-la-interrupcion-voluntaria-del-embarazo-en-colombia/
https://despenalizaciondelaborto.org.co/barreras-de-acceso-a-la-interrupcion-voluntaria-del-embarazo-en-colombia/
https://despenalizaciondelaborto.org.co/barreras-de-acceso-a-la-interrupcion-voluntaria-del-embarazo-en-colombia/
https://despenalizaciondelaborto.org.co/barreras-de-acceso-a-la-interrupcion-voluntaria-del-embarazo-en-colombia/


D i a g n ó s t i c o  p a r t i c i p a t i v o  s o b r e  l a  g a r a n t í a  d e  l o s  D S y R  d e  l a s  m u j e r e s , B o y á c a , c o n  é n f a s i s  e n  l a  I V E , 2 0 1 5 - 2 0 1 9

68 

en otros espacios de educación adicional: “La verdad, no 
conocía la sentencia, yo la vine a conocer ya en el campo, 
con las capacitaciones” (profesional 8, 2020).

Las posturas frente a la despenalización total del aborto 
en los y las profesionales de la salud se encuentran di-
vididas. Por un lado, se identificaron respuestas basadas 
en la restricción del ejercicio de los derechos sexuales y 
reproductivos de las mujeres, que conllevan al descono-
cimiento de su autonomía al considerar que no pueden 
asumir su sexualidad libre y responsablemente. Por otro 
lado, para algunos profesionales, la despenalización total 
del aborto requiere de la articulación de mecanismos que 
permitan un abordaje integral para el ejercicio efectivo 
del derecho. Gran parte del personal de salud esta de 
acuerdo con el aborto libre, seguro y legal. 

También se considera que la despenalización total aca-
baría con la ilegalidad y se cree que puede contribuir a 
reducir los abortos inseguros, a este propósito un par-
ticipante afirmó: “Esas redes clandestinas tendrían un 
importante declive, ya que gran parte de la demanda 
depende de mujeres que se resisten a usar rutas seguras 
por miedo a las repercusiones sociales y penales” (profe-
sional 4, 2020). Por último, en cuanto a la práctica médi-
ca, se menciona que podría verse enriquecida, “teniendo 
en cuenta niveles de capacitación que se requiere, ade-
más de que abriría campos laborales y desarrollaría unas 
nuevas prácticas y demandas” (profesional 5, 2020). 

A modo de resumen, las percepciones e interpretaciones 
de las/los profesionales de la salud proporcionan infor-
mación sobre las diferentes barreras y necesidades que 
tiene el departamento para garantizar el acceso a la IVE. 
Estas barreras se asocian, en su mayoría, a los obstáculos 
de orden institucional enmarcados en el desconocimiento 
del marco legal, su interpretación restrictiva y fallas en 
el servicio de salud (La Mesa por la Vida y la Salud de las 
Mujeres, 2017), que parten de imaginarios colectivos y 
fundamentalismos religiosos tendientes a la estigmatiza-
ción y rechazo social a las mujeres que acuden a su dere-
cho a la IVE. Si bien existen avances en cuanto al servicio 
que brindan las entidades de salud del departamento, aún 
precisan del fortalecimiento de sus capacidades, huma-
nizar el servicio de atención y posrecuperación de los 
procedimientos de IVE, y, de forma trasversal, promover 
estrategias pedagógicas de difusión y sensibilización so-
bre el ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos.

Por otro lado, al contrastar la información descrita 
por las profesionales con lo manifestado por algu-
nas mujeres que acudieron a la IVE en Boyacá, se en-
cuentra que coinciden en que el sistema de salud en 
el territorio necesita de la humanización de sus servi-
cios para que aumente el acceso a los derechos, más 
aún cuando se cuenta con un marco legal sólido56  
para garantizar el acceso efectivo a la IVE. Según perci-

56	 Para ampliar información sobre los estándares norma-
tivos en relación a la IVE y las 23 sentencias de la Corte 
Constitucional consultar: https://derechoalaborto.com/ 

https://derechoalaborto.com/
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bieron FHR y CVJ57, desde sus experiencias personales, 
la atención de algunas entidades de salud del departa-
mento se basa en agresiones y actos de discriminación a 
las mujeres que acuden para que se les practique la IVE, 
así describen su experiencia: “En mi EPS fue terrible la 
atención, fui juzgada, criticada, hasta por mi forma de 
vestir me criticaron, fue horrible y sentí persecución, solo 
les interesa llenar sus bases de datos y documentos pro-
tocolo, en realidad no ayudan a la persona” (CVJ, 2020).

Dichas problemáticas son reconocidas por las y los pro-
fesionales de la salud como una falla en la prestación 
del servicio que trae consigo secuelas psicológicas en las 
mujeres, cabe mencionar que las entrevistadas se vie-
ron significativamente afectadas a nivel de salud mental 
debido al maltrato recibido por parte de las entidades 
de salud. De esta manera, coinciden en la importancia 
de que el sistema de salud brinde una óptima atención 
durante el procedimiento, incluso posterior a este, ya 
que reconocen también las dificultades en el acceso a 
servicios de salud mental. Una de nuestras entrevis-
tadas manifestó: “Después del procedimiento, cuando 
solicitaba una cita sea psicológica o médica para llevar 
un control, varios/as del personal me re victimizaron y 
amenazaron con criminalizarme. Por tanto, desde enton-
ces evito ir al centro de salud” (FHR, 2020). 

57	 FHR y CVJ son las iniciales de los nombres de las mujeres 
que participaron en el estudio y contaron sus experien-
cias en el acceso a la IVE desde el sistema de salud boya-
cense. Sus iniciales fueron cambiadas para la protección 
de la identidad de las mujeres. 
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Conclusiones
C

A
P

. 
5

H ablar de aborto en Boyacá es un reto, pero también una opor-
tunidad, principalmente para derribar prejuicios y transfor-

mar imaginarios culturales propios de la sociedad boyacense, los 
cuales están ligados tanto a prácticas religiosas conservadoras 
como a la carencia de una política departamental en educación 
sexual integral, desde la cual se garantice información veraz y 
oportuna sobre el derecho a la interrupción voluntaria del embara-
zo (IVE). En la investigación se encontró que el tema es abordado 
recientemente en las principales ciudades y, por tanto, es evidente 
la necesidad de implementar estrategias educativas, descentraliza-
das y diferenciales que permitan hablar de IVE en el departamento.

Así mismo es necesario tener en cuenta las características del 
territorio, tales como la alta población rural y las dificultades que 
presentan para obtener información debido a la poca cobertura 
de Internet de la ruralidad boyacense, lo cual termina generando 
barreras de acceso a los DS y DR.

De forma detallada, este estudio identificó, en primera medida, el 
interés del gobierno departamental y de los gobiernos locales por 
reconocer y materializar algunos de los derechos sexuales y repro-
ductivos de las mujeres; sin embargo, dicha política no da cuenta 
del enfoque de género en términos de la inclusión de acciones afir-
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mativas ni otras medidas de género que lleguen a ga-
rantizar de forma integral los derechos de las mujeres, 
especialmente el derecho a la IVE. De igual forma, sus 
programas siguen sin responder a las necesidades de 
la población en su totalidad, pues sus enfoques están 
principalmente dirigidos a la infancia y adolescencia en 
términos de prevención de embarazo, atención integral 
a la gestante y reducción de infecciones de transmisión 
sexual (VIH, sífilis y hepatitis B y C).

No obstante, no existe desarrollo alguno en el plan de 
gobierno departamental ni en los locales frente a la 
IVE, métodos de anticoncepción y planificación familiar 
igualitaria, así como tampoco frente al reconocimiento 
del cuerpo y ejercicio pleno de la sexualidad desde 
abordajes diferenciales, algo que contrasta con el 
actual plan territorial de salud departamental, en el 
que se consigna el interés de monitorear y garantizar 
el acceso a la IVE propiamente. Así, es una necesidad 
exigir un avance en la garantía de los derechos sexuales 
y reproductivos de la población boyacense. 

En sintonía con la atención institucional que brinda el 
departamento sobre el acceso a la IVE, desde el sector 
salud se viene cumpliendo con la implementación de 
la Resolución 3280 del 201858, dicho cumplimiento se 

58	 Por medio de la cual se adoptan los lineamientos técnicos 
y operativos de la Ruta Integral de Atención para la Pro-
moción y Mantenimiento de la Salud y la Ruta Integral 
de Atención en Salud Materno Perinatal y se establecen 
las directrices para su operación. Disponible en: https://

debe a la exigencia en el plan de habilitación en sa-
lud, pero según los testimonios de algunas usuarias, 
e incluso del personal de salud, no hay una atención 
de calidad basada en el enfoque de derechos y géne-
ro. Lo anterior se ve reflejado en las bajas atenciones 
registradas desde el sistema de salud en Boyacá para 
procedimientos IVE, sobre esto, es preciso señalar que 
Profamilia es la entidad que más genera dichos proce-
dimientos en el departamento. Por consiguiente, las 
mujeres están expuestas a procedimientos de aborto 
inseguros y el seguimiento a la sentencia no resulta 
efectivo debido a las dificultades propias en la defini-
ción de indicadores sensibles a la IVE, a la poca oferta 
del servicio por parte de la Red Hospitalaria y a la falta 
de educación en salud para la comunidad. 

Por otro lado, las mujeres que suelen acudir a procedi-
mientos IVE desde la red pública hospitalaria cuentan 
con algunas condiciones particulares, como la edad y 
la posición económica, ya que son mujeres entre los 
20 y los 39 años quienes solicitan el servicio en mayor 
medida, contrario al imaginario cultural sobre los su-
puestos altos índices de abortos en adolescentes que 
acceden desde el sistema de salud. Así mismo, las ca-
racterísticas socioeconómicas que las distinguen están 
relacionadas con un bajo nivel económico y afiliación 
en salud subsidiada. Con lo anterior, es preciso aclarar 
que no son únicamente las mujeres de bajos ingresos 

www.minsalud.gov.co/Normatividad_Nuevo/Resolu-
ci%C3%B3n%20No.%203280%20de%2020183280.pdf

https://www.minsalud.gov.co/Normatividad_Nuevo/Resoluci%C3%B3n%20No.%203280%20de%2020183280.pdf
https://www.minsalud.gov.co/Normatividad_Nuevo/Resoluci%C3%B3n%20No.%203280%20de%2020183280.pdf
https://www.minsalud.gov.co/Normatividad_Nuevo/Resoluci%C3%B3n%20No.%203280%20de%2020183280.pdf
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quienes abortan, pues las mujeres de clase media y 
alta también lo hacen, pero se infiere que prefieren 
hacerlo en IPS privadas por la celeridad en el proceso 
y la confidencialidad en la información. Por último, las 
mujeres boyacenses acceden a la IVE en mayor propor-
ción por causal salud, y, respecto a la edad gestacional 
al momento del procedimiento, en el departamento las 
atenciones se realizan en el primer y segundo trimestre 
de gestación exclusivamente.

Entre otros hallazgos relevantes encontrados respecto 
al actuar de las instituciones públicas frente a sus obli-
gaciones constitucionales en el acceso seguro a la IVE, 
son preocupantes en particular los bajos registros de 
acompañamiento del ICBF, teniendo en cuenta las altas 
cifras de violencia sexual que sufren muchas niñas y 
adolescentes en Boyacá. Tampoco es posible verificar 
si el instituto presta apoyo psicosocial posterior al pro-
cedimiento de IVE. Esto podría reflejar la necesidad de 
entrenar al personal en el abordaje exhaustivo a la sen-
tencia, ya que se ven obligados a acatar las diferentes 
circulares emitidas por el mismo instituto59 60, en las 

59	 Circular 9 del 2006: “(...) En ningún caso, ni por inicia-
tiva propia, ni a solicitud de los familiares, ni por solic-
itud de las autoridades de salud o del cuerpo médico o 
auxiliar, pueden ni deben intervenir en sentido alguno, 
ni a favor ni en contra en la decisión que se tome re-
specto de la interrupción del embarazo”. Consultada en: 
https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/circular_
icbf_0009_2006.htm 

60	 Circular 68 del 2008: Directriz en relación con la interrup-
ción voluntaria del embarazo y la atención que requieran 

que se reconoce la autonomía de las menores de edad 
al momento de elegir y el personal no puede incidir en 
su decisión, por tanto, la importancia de la formación 
y sensibilización permanente a las/los funcionarios del 
sector protección en cuanto a la atención integral a los 
DS y DR de los NNA.

Continuando con los servicios institucionales de acceso 
a la IVE, la Defensoría del Pueblo y la UPTC acatan las 
normativas nacionales desde sus competencias legales, 
esto incluye una oferta de servicios que busca promover 
el ejercicio de los derechos de las mujeres; no obstante, 
se evidencia la necesidad de aunar esfuerzos para mejo-
rar los registros de la información, fortalecer los planes 
de promoción, prevención y atención que contemplan 
dichas entidades, los cuales requieren entrenar al equipo 
profesional a partir de la formación con enfoque de dere-
chos y de género, a su vez, desde aquellas instituciones 
se debe promover el trabajo articulado con la comunidad 
para mejorar la atención institucional. 

Para finalizar este apartado, es preciso referir sobre el 
sector justicia, representado por la Fiscalía Seccional 
de Boyacá, que en el departamento las mujeres son 
criminalizadas por el delito de aborto a pesar de que 

las mujeres que puedan encontrarse en las condiciones 
que establece dicha sentencia, con el propósito de con-
tribuir con la adecuada aplicación y cumplimiento de lo 
dispuesto en la Sentencia C-355 de 2006 emitida por la 
Corte Constitucional. Consultada en: https://www.icbf.gov.
co/cargues/avance/docs/circular_icbf_0068_2008.htm

https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/circular_icbf_0009_2006.htm
https://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/circular_icbf_0009_2006.htm
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las cifras entregadas por dicha entidad no son claras 
si se contrastan con las presentadas en el informe  
exhaustivo de criminalización realizado por La Mesa 
Por la Vida y la Salud de las Mujeres, en el que se en-
contró a Boyacá como el segundo departamento que 
más genera condenas a las mujeres por este delito. 
Adicionalmente, cabe resaltar que siguen siendo las 
mujeres en condiciones socioeconómicas vulnerables 
las más criminalizadas por decidir sobre sus cuerpos, 
pues son quienes más acuden a los procedimientos de 
IVE desde la red pública de salud, esto podría indicar 
doble discriminación al momento de acceder a derechos 
desde las instituciones públicas: por género y clase.

Uno de los componentes más importantes de esta in-
vestigación es el referente a las percepciones de la co-
munidad sobre la IVE, respecto a ello se puede concluir: 
para las mujeres adolescentes y jóvenes el tema se en-
marca en los derechos humanos y en los principios de 
libertad y autonomía sobre el cuerpo; sin embargo, esta 
consideración es ambivalente para las mujeres entre los 
35 y los 64 años, para quienes el tema tiene una gran 
carga moral y religiosa que asumen interpretaciones 
negativas y, además, se relacionan con el desconoci-
miento de la sentencia y sus alcances. Al respecto, la 
moralidad es una característica de la sociedad colom-
biana asociada a la religiosidad predominante, el 92,6 
% de los colombianos profesa alguna religión, siendo la 
católica la más practicada (73,7 %) (Observatorio de la 
Democracia, 2017). 

Por otro lado, se evidencia que a las participantes les re-
sulta más fácil y cómodo hablar de interrupción voluntaria 
del embarazo que de aborto, ya que asocian este último 
con estigmas y prejuicios. En efecto, se requiere de la 
modificación del lenguaje para generar un debate objetivo 
en el marco de la normativa nacional sobre el derecho a 
decidir. Entre tanto, las mujeres concuerdan que la de-
cisión sobre interrumpir el embarazo debe recaer en las 
mujeres de forma exclusiva, sin intermediaciones. 

Siguiendo con las percepciones sociales, algunas parti-
cipantes relacionan el malestar psicológico y los tras-
tornos mentales con la práctica de la IVE, porque se 
suele pensar que dichos procedimientos son factores 
de riesgo para la salud mental de las mujeres; no obs-
tante, no hay evidencia científica que demuestre dicha 
apreciación. En contraste, la Asociación Americana de 
Psicología -APA- en múltiples estudios refiere que “la 
interrupción voluntaria del embarazo no puede enten-
derse como una experiencia traumática que, en sí mis-
ma, provoque irremediablemente un trastorno psicoló-
gico dado que se ha constatado una gran variabilidad 
individual en la experiencia del aborto” (Infocob, 2010).

Así, el afrontamiento adecuado o afectación psicológica 
de las mujeres dependerá de sus características perso-
nales, relacionales, y sociales, a lo que se suma la calidad 
del servicio institucional en salud como un factor rele-
vante para la afectación mental. Finalmente, se puede 
concluir que existe la percepción de desconfianza en 
las instituciones de salud y, por tanto, las participantes 
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refieren que muchas mujeres acuden a lugares privados 
porque garantizan un procedimiento sin juzgamientos 
ni afectación en la confidencialidad de la información. 

Por otro lado, sobre la despenalización total del abor-
to en Colombia, las mujeres participantes en los en-
cuentros tienen diversas posturas; si bien gran par-
te considera importante y crucial la despenalización 
total, sobre todo para prevenir muertes prematuras 
relacionadas con procedimientos inseguros, enfatizan 
en la necesidad de la creación de estrategias de edu-
cación sexual integral, descentralizadas y basadas en 
el enfoque de atención diferencial para que las mujeres 
logren tomar decisiones informadas y autónomas. Así 
mismo, consideran que es preciso humanizar el servicio 
de atención desde las instituciones públicas para que 
las mujeres en condiciones de vulnerabilidad, quienes 
acuden en mayor proporción al servicio IVE, no se vean 
violentadas o discriminadas. 

Ahora bien, respecto a lo identificado en el personal de 
salud, gran parte de las mujeres participantes consi-
deran beneficiosa la sentencia para las mujeres y reco-
nocen a la IVE como un derecho, pero asumen que su 
implementación en el departamento tiene dificultades 
y ha sido poco informada a la comunidad, en razón de 
las posturas religiosas que complican la promoción del 
derecho. Además, las profesionales reconocen que exis-
ten graves falencias en cuanto a la información de la 
comunidad sobre conceptos como sexualidad y repro-
ducción. Acorde con lo manifestado por las profesiona-

les, se puede afirmar que tienen posturas parcializadas 
sobre las causales y el límite en la edad gestacional al 
momento de referirse a la IVE. Adicionalmente, ningún 
profesional entrevistado ha brindado orientación o ha 
realizado procedimientos IVE a personas que se reco-
nocen desde la diversidad sexual como hombres trans 
o personas no binarias. 

Las profesionales consideran que, con una mayor 
práctica de procedimientos legales, habrá una trans-
formación de los tabús y de los cuestionamientos a 
las mujeres, lo que representa una responsabilidad de 
la EPS con las usuarias. Se puede afirmar que las y los 
profesionales de la salud se ven permeados por prejui-
cios morales y estereotipos ligados al desconocimiento 
de la autonomía de las mujeres y al “paternalismo mé-
dico”,61 lo que trae consecuencias psicológicas en las 
usuarias. En dicho sentido, además de las creencias 
sociales y culturales, se identificó que los obstáculos 
institucionales impactan de forma negativa no solo la 
salud mental de las mujeres, sino también el acceso a 
los servicios de salud, por la desconfianza en el sistema 
sanitario. Esta conclusión se correlaciona directamente 

61	 El concepto “paternalismo médico” sitúa a la mujer en 
una posición de subordinación frente al conocimien-
to científico, le niega su autonomía y sus posibilidades 
de decisión. Así, las relaciones sanitarias se basan en  
relaciones de poder, de estructuración jerárquica, donde 
no se reconoce a la persona usuaria como ciudadana 
provista de derechos (Etcheberry, 2021). 
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con lo manifestado por las participantes en los talle-
res y por las experiencias propias de las mujeres que 
acudieron a la IVE. 

Es importante referir que los profesionales de la salud 
son conscientes de las múltiples barreras de acceso 
institucional que las mujeres enfrentan al momento 
de acceder a una IVE. Encontramos que existen dila-
ciones y traumatismos administrativos, interpretacio-
nes erróneas de la causal salud, fallas en el acceso a 
la información para las mujeres sobre el ejercicio del 
derecho y malas prácticas médicas, como persuasiones 
o juzgamientos, estas barreras se resumen en el desco-
nocimiento del marco legal, interpretación restrictiva 
del mismo y fallas en la prestación del servicio de salud 
(La Mesa por la Vida, 2016). 

Por último, la despenalización total del aborto62 es un 
tema actual de debate y, por supuesto, requiere un abor-
daje interdisciplinar para su comprensión, por lo cual es 
importante conocer la percepción de los profesionales 
de la salud para su abordaje integral. Sobre esto, el per-
sonal de salud entrevistado tiene posturas contrarias, 
incluso algunos prefirieron no opinar. Se evidencian con-

62	 En Colombia existe el Movimiento Causa Justa, con-
formado por distintas organizaciones y personas, el 
cual busca la eliminación del delito de aborto del Códi-
go Penal colombiano. La Red DefemSoras es vocera 
del Movimiento en Boyacá. Para mayor información 
sobre esta iniciativa puede consultar: https://
causajustaporelaborto.org/

cepciones inflexibles respecto al aborto libre, a la vez 
que se encuentran puntos comunes sobre la necesidad 
de impartir estrategias educativas integrales que pro-
muevan la sexualidad segura, responsable e informada, 
incluyendo la formación continua y basada en el marco 
de derechos, tanto para los estudiantes universitarios 
como para los profesionales de la salud. 

Con lo expuesto, se concluye que el derecho de las 
mujeres y personas gestantes a acceder a servicios 
integrales de salud, como la interrupción voluntaria 
del embarazo, está relacionado inherentemente con los 
derechos humanos que garantizan la vida, la salud, la 
igualdad, la libertad y la intimidad. Pero este derecho 
tan importante, y cuyo reconocimiento es de carác-
ter urgente, en Boyacá se ha visto afectado por un 
sinnúmero de creencias morales y barreras estatales 
que dificultan su materialización, por tanto, es impos-
tergable el reconocimiento pleno de la ciudadanía de 
las mujeres, y es una deuda histórica con nosotras el 
cumplimiento efectivo de nuestros DS y DR.
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Recomendaciones

C
A

P
. 

6

A l Ministerio de Salud: creación de sistemas de información 
en salud relacionados con la implementación de la Sentencia 

C-355 del 2006, en donde se encuentre información desagregada 
en los RIPS, como el número de mujeres informadas acerca de la 
sentencia, número de mujeres que acceden a la IVE, semanas de 
gestación, edad de la mujer, causal de acceso, citas de seguimiento 
y asesoría en métodos anticonceptivos, entre otras. Lo anterior 
con la finalidad de realizar un seguimiento efectivo acorde a la 
realidad de las mujeres.

A la Superintendencia Nacional de Salud: realizar acciones de 
seguimiento vigilancia y control permanentes respecto a la im-
plementación efectiva de la Sentencia C-355 del 2006 en todo 
el territorio boyacense para evitar barreras de acceso a la IVE, de 
acuerdo a las competencias del sector.
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Al Ministerio de Educación: incluir en los planes aca-
démicos de las instituciones públicas y privadas de 
educación superior en las áreas de salud (Enfermería, 
Psicología, Medicina), Derecho y Trabajo Social el abor-
daje integral a los derechos sexuales y reproductivos, 
haciendo especial énfasis en la atención humanizada 
a la interrupción voluntaria del embarazo, de acuerdo 
a la carga moral que implica para los profesionales la 
atención a la IVE, además relacionada con las barreras 
de acceso a servicios de salud. Igualmente, incluir en 
las instituciones educativas de primaria y secundaria 
programas de educación para la sexualidad en todas 
las etapas del curso de vida, que permitan brindar in-
formación veraz, libre de mitos y prejuicios a las y los 
estudiantes, así como tomar decisiones informadas con 
respecto a su proyecto de vida y a su salud sexual y 
reproductiva.

A la Gobernación de Boyacá, desde la Secretaría De-
partamental de Salud: implementar una política pública 
departamental en salud sexual y derechos sexuales y 
reproductivos que permita integrar las necesidades 
propias de los grupos poblacionales de mujeres, hom-
bres y diversidad sexual y de género, para ello, destinar 
un presupuesto específico, establecer metas e indica-
dores anuales que impacten las demandas de la socie-
dad y monitorear la sentencia en conjunto con la socie-
dad civil. Esto, para que se materialice la disposición y 
voluntad de los gobernantes por medio de una agenda 
política real, participativa y garante de derechos. 

A las Secretarías locales de Salud: incluir medidas 
diferenciales de atención y acceso a derechos sexuales 
y reproductivos, específicamente acciones dirigidas a 
las poblaciones de mujeres en alta vulnerabilidad, como 
campesinas, migrantes venezolanas, trabajadoras 
sexuales, mujeres en diversidad sexual, mujeres 
privadas de la libertad y mujeres con diversidad 
funcional, las cuales presentan grandes dificultades 
para ejercer sus derechos. 

A las entidades prestadoras de salud: urge la 
humanización de los servicios de salud relacionados 
con la IVE desde la Red Hospitalaria boyacense, ya 
que la situación actual de desconfianza expone a las 
mujeres a situaciones de riesgo vital. Igualmente, se 
hace necesario fortalecer los programas de formación 
y capacitación al personal de salud, ya que, como 
dicen Richey y Salem, citados por González (2008): 
“Los profesionales suficientes, bien entrenados, 
supervisados y motivados son la mejor garantía de la 
efectividad de una política”. 

Al sector judicial: mejorar los sistemas de registro 
respecto a la desagregación de las características 
sociodemográficas de las personas denunciadas y 
denunciantes, para dar un mejor panorama del delito 
de aborto en el departamento, además, aumentar la 
formación permanente de funcionarios/as judiciales 
sobre las normativas jurídicas y atención a los 
diferentes delitos bajo el enfoque de género, así como 
en relación a la directiva 006 de 2016. 
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Al Gobierno departamental y gobiernos locales: generar 
alianzas intersectoriales entre la institucionalidad y 
las organizaciones feministas, con el fin de consolidar 
acciones coordinadas y conjuntas que permitan 
descentralizar el discurso de los derechos a la comunidad 
y, en particular, que aporte a la educación comunitaria 
en derechos sexuales y reproductivos, al acceso a 
información y a las capacitaciones a funcionarios. Lo 
anterior, de acuerdo a la cercanía de las organizaciones 
con las mujeres y comunidades, ya que han sido estas 
las que vienen incidiendo en la garantía de los derechos 
de las mujeres en el departamento.
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Anexo A. Descripción de los Participantes  
en la investigación

Tipo de participante 
Número de 

participantes
Técnica 

aplicada 

Profesionales de la salud:

Médicas/os, psicólogas/os y enfermeras (ver Anexo B)

13 Entrevistas a 
profundidad

Sociedad civil: 

Mujeres que accedieron a la IVE en Boyacá 

2 Entrevistas a 
profundidad

Estudiantes universitarias:

Universidad Pedagógica y Tecnológica de Colombia -UPTC- de los programas de 
Derecho, Enfermería, Ciencias Sociales, Psicología, Contaduría Pública, Pedago-
gía y Filosofía. 

23 Taller partici-
pativo

Organizaciones de base comunitaria:

Mujeres de organizaciones feministas: Colectivo la Ramona, Juventud Rebelde Bo-
yacá, Anjeco, Orquídeas Verdes, Comité de Género UPTC, Emove y La Revuelta Rosa.

22 Taller partici-
pativo

Mujeres plataforma juvenil de Tunja, Duitama y Sogamoso. 11 Taller partici-
pativo

Profesoras/es de instituciones educativas públicas, afiliados al sindicato de 
maestros Sindimaestros. 

23 Taller partici-
pativo
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Tipo de participante 
Número de 

participantes
Técnica 

aplicada 

Entidades públicas: 

Fiscalía Seccional Boyacá, ICBF regional Boyacá, Defensoría Del Pueblo regional 
Boyacá, Secretaría Departamental de Salud, Secretaría Local de Salud Tunja, Se-
cretaría Local de Salud Sogamoso, Secretaría Local de Salud Duitama, EPS Com-
familiar Huila, EPS Famisanar, Nueva EPS, IPS- Profamilia, IPS-Hospital Regional 
Tunja, IPS-Hospital Regional Sogamoso, IPS -Hospital Regional Duitama.

UPTC: Bienestar Universitario- Casa de la Mujer

16 Derechos de 
petición que 
contienen una 
batería de indi-
cadores

Anexo B. Estado derechos de petición 

Institución Respondió No respondió
Porcentaje de 

respuesta
Temas 

pendientes 

Fiscalía Seccional Boyacá X 100 %

ICBF regional Boyacá X 100 %

Secretaría Departamental de Salud X 100 %

Secretaría Local de Salud Tunja X

Secretaría Local de Salud Sogamoso X

Secretaría Local de Salud Duitama X 50 % Indicadores so-
bre IVE 

EPS Comfamiliar Huila X

EPS Famisanar X 50 % Indicadores so-
bre IVE

Nueva EPS X

IPS- Profamilia X 0 %
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Institución Respondió No respondió
Porcentaje de 

respuesta
Temas 

pendientes 

IPS-Hospital Regional Tunja X 100 %

IPS-Hospital Regional Sogamoso X 100 %

IPS -Hospital Regional Duitama X 100 %

PROFAMILIA X 100 %

UPTC: Bienestar universitario y Casa de 
la Mujer

X 50 % Indicadores so-
bre IVE/ Bienes-
tar universitario

Defensoría del Pueblo X 100 %

Anexo C. Características de la 
muestra profesionales de la salud

 

 

Total Género Edad Religión

Número de 
entrevistados

Femenino Masculino  Intervalo Católica Ninguna

Médicas/os 5 4 1 30-62 3 2

Psicólogas/os 5 4 1 26-35 3 2

Enfermeras/os 3 3 0 37-47 3 0

A continuación, se muestra la ciudad, el servicio de salud y la entidad a la cual per-
tenecen las y los profesionales entrevistados:
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  Medicas/os Psicólogas/os Enfermeras/os

Ciudad donde actualmente 
brinda sus servicios profesio-
nales 

Tunja 3 2 1

Duitama 1 1 1

Sogamoso 1 2 1

Servicio de salud al que perte-
nece

Servicio de Urgencias 1    

Médica general 1    

Ginecología 1    

Servicios amigables 1    

Consulta externa   4 1

Salud pública PIC   1 1

Cirugía - consulta     1

Otra 1    

Entidad de salud a la que perte-
nece

Hospital Regional de Duitama 1    

Profamilia 2 1 1

Casa de la Mujer 1    

ESE Centro de Salud Sogamoso 1 1 1

ESE Centro de Salud Tunja   1  

ESE Centro De Salud Duitama   1 1

Hospital Regional De Sogamoso   1  

A modo de resumen, a continuación, se presentan en porcentaje las respuestas a las preguntas realizadas en la 
entrevista: 
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Profesionales entrevistados Médicas/os Psicólogas/os Enfermeras/os

Preguntas SÍ NO SÍ NO SÍ NO

¿Brinda usted información sobre IVE a hombres trans o personas 
no binarias en proceso de gestación?

-
100 
%  

100 % - 100 %

SOLO PARA MÉDICOS/AS ¿Es usted objetor de conciencia para 
procedimientos de IVE? 

-
100 
%

- 100 % - 100 %

SOLO PARA MÉDICAS/OS: ¿Ha practicado procedimientos de IVE? 
De contestar afirmativamente, ¿se ha sentido estigmatizado por 
sus colegas, usuarias/os o su círculo social por llevarlos a cabo?

-
100 
%

- 100 % - 100 %

SOLO PARA ENFERMERAS/OS Y PSICÓLOGAS/OS: ¿Ha atendido 
a mujeres que se hayan practicado procedimientos de IVE o que 
hayan solicitado hacerlo? De contestar afirmativamente, ¿se ha 
sentido estigmatizado por sus colegas, usuarias/os o su círculo 
social, por brindar esta atención?

-
100 
%

- 100 % - 100 %

¿En su práctica profesional ha reportado al sector justicia mujeres 
que acuden al servicio de salud por aborto ilegal? ¿Conoce algún 
colega que lo haya hecho?

20 % 80 % - 100% - 100%

¿Considera que el personal de salud en Boyacá cuenta con la infor-
mación adecuada basada en el marco de derechos sexuales y re-
productivos para atender integralmente a las personas que acuden 
a la IVE? 60% 40% 40% 60%

40 % 60 %

¿En su actual lugar de trabajo ha sido capacitado sobre la IVE? 
¿Con qué frecuencia?

100 
%

-
80 
% 20 %

100 % -
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Anexo D. Planes de desarrollo
Periodo 2016-2019 Periodo 2020-2023

Programas Subprogramas / Proyectos Programas Subprogramas/Proyectos

B
oy

ac
á

El programa “Creemos en un 
modelo de salud incluyente” 
busca “Implementar en los 
municipios identificados del 
departamento de Boyacá la 
política de Atención Integral 
en Salud, en el marco de la es-
trategia de Atención Primaria 
en Salud, este programa pone 
especial en la atención a mu-
jeres embarazadas, buscando 
incrementar el número de 
mujeres con 4 atenciones 
prenatales, bajar el índice de 
mujeres menores de 15 años 
embarazadas y disminuir la 
mortalidad materna. 

Este programa busca cumplir-
se por medio de la capacita-
ción de estudiantes de grado 
11 sobre los ciclos vitales y una 
estrategia para la reducción de 
la vulnerabilidad de población 
diversa. No se especifican las 
acciones y no se hace referen-
cia a las políticas diferenciadas 
por género frente a los dere-
chos sexuales y reproductivos.

Se plantea fortalecer el 
modelo de salud vigente, 
el cual está centrado en 
la salud como derecho, 
asumiendo una posición 
clara de la corresponsabi-
lidad entre el Estado, por 
garantizar unas condicio-
nes de vida y servicios de 
salud que hagan posible 
el propósito colectivo de 
una vida saludable, con 
ciudadanos capaces de 
cuidar su salud.

* Implementar en los muni-
cipios rutas intersectoriales 
para el abordaje integral de 
las violencias de género.

* Generar servicios amiga-
bles para adolescentes y 
jóvenes fortalecidos.

El programa “Creemos un 
modelo de salud incluyente” 
pretende implementar en los 
municipios identificados del 
departamento de Boyacá la 
política de Atención Integral 
en Salud, en el marco de la 
estrategia de Atención Prima-
ria en Salud.

Busca fortalecer y reorganizar 
la red de prestadores de servi-
cios de salud del departamen-
to de Boyacá, para la imple-
mentación del modelo integral 
de atención en salud (MIAS). 

En el programa “Avanza-
mos por la Equidad y la 
igualdad de las mujeres 
boyacenses” se busca 
alcanzar mejores condi-
ciones de vida para las 
mujeres; sin embargo, 
no se especifica que es-
trategias van a usar y se 
presentan metas muy 
generales.

*Educación y empodera-
miento económico para la 
eliminación de brechas de 
género en el mundo del tra-
bajo, el cuidado, una apuesta 
de articulación y correspon-
sabilidad. 
*Promoción de la salud 
sexual y los derechos repro-
ductivos para niñas y ado-
lescentes.
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Periodo 2016-2019 Periodo 2020-2023

Programas Subprogramas / Proyectos Programas Subprogramas/Proyectos
B

oy
ac

á

*Derecho de las mujeres a 
una vida libre de violencias. 
*Mujeres rurales como 
agentes de transformación 
en el campo.

T
u

n
ja

El programa “Prevenir Mejor 
que Curar” busca promover 
condiciones de vida saluda-
bles y prevención a través 
del Plan de Intervenciones 
Colectivas PIC, en este están 
inscritas las dimensiones 
prioritarias, allí reposa el 
tema de derechos reproduc-
tivos y sexualidad (morbili-
dad materna extrema, morta-
lidad materna, prevención de 
infecciones de transmisión 
sexual). Sin embargo, en las 
metas solo se consolida la 
reducción de la mortalidad 
materna y no se encuentran 
acciones específicas respecto 
a la disminución de embara-
zos adolescentes e ITS. 

El cual pretendió realizarse 
por medio del empoderamien-
to en temas de salud a perso-
nas con discapacidad, donde 
se caracterizó la población 
e identificaron factores de 
riesgo y necesidades en temas 
relacionados con primeros 
auxilios psicológicos, hábitos 
saludables, salud sexual y re-
productiva y actividad física. 

Se plantea un progra-
ma para promover los 
derechos a acceder con 
igualdad y justicia a las 
mismas oportunidades 
sociales, económicas y 
políticas, independiente-
mente de las diferencias 
biológicas que tengan.

* Mujeres con enfoque dife-
rencial atendidas de mane-
ra integral. 
* Casas de Igualdad de opor-
tunidades para la mujer 
“Casa de la Mujer Empode-
rada”. 
* Campañas de formación 
en nuevas masculinidades. 
* Disminuir los casos de fe-
minicidios en el municipio 
de Tunja.  
* Campañas de educación y 
difusión de las rutas de  
violencia basada en género 
y violencia sexual. 
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Periodo 2016-2019 Periodo 2020-2023

Programas Subprogramas / Proyectos Programas Subprogramas/Proyectos

D
u

it
am

a

El programa “Todos capaces 
de manejar, afectos, emocio-
nes y sexualidad”, ejecutado 
por la Secretaría de Salud 
Municipal en un tiempo de 
2014-2025, estuvo enfocado 
en el desarrollo de estrate-
gias para disminuir el emba-
razo en adolescentes, desde 
el fortalecimiento de los ser-
vicios amigables en las IPS, 
como del proyecto escolar de 
sexualidad y ciudadanía. 

Este buscó fortalecer las estra-
tegias de servicios amigables 
para adolescentes en las IPS 
del municipio de Duitama e 
implementar estrategias diri-
gidas a disminuir el embarazo 
en adolescentes.

El programa busca lo-
grar que los estudiantes 
se desarrollen como ciu-
dadanos éticos, humanos 
de bien para una socie-
dad y alcancen mayores 
competencias.

Este subprograma busca 
garantizar los derechos y la 
formación integral de los 
estudiantes, construcción 
del tejido social proyectos 
transversales, fortaleci-
miento unidad familiar, edu-
cación sexual, uso adecuado 
del tiempo libre, demo-
cracia, formación cultural, 
emprenderismo, formación 
financiera, ciencia y tecno-
logía y seguridad vial.

El programa “Promoción de 
la salud pública que sueña 
Duitama” tiene como obje-
tivo garantizar la salud de la 
población, conforme al Plan 
Decenal de Salud 2016-2025

Buscó “Garantizar el ejercicio 
de los derechos relacionados 
con la sexualidad y la repro-
ducción, libre de violencias, 
en un marco de igualdad, li-
bertad, autonomía y no discri-
minación” (PDM, 2016-2019), 
y estableció a largo plazo la 
implementación de una polí-
tica pública de salud sexual y 
reproductiva. 

Pretende brindar mejo-
res condiciones en salud 
pública a las mujeres por 
medio de la difusión de 
los procesos, informa-
ción, políticas y solucio-
nes, igualmente realizar 
seguimiento a las pro-
blemáticas sociales que 
afectan al individuo, fa-
milia y comunidad.

*Crear espacios de conoci-
miento y apertura sobre las 
acciones de prevención y 
promoción de la salud.

*Fortalecer la política de salud 
sexual y reproductiva, mante-
niendo en un 95 % a gestantes 
con cumplimiento mínimo 
de controles prenatales.
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Periodo 2016-2019 Periodo 2020-2023

Programas Subprogramas / Proyectos Programas Subprogramas/Proyectos
So

ga
m

os
o

El programa “Salud con equi-
dad e inclusión social” plan-
teó la necesidad de garanti-
zar acciones que permitan 
fortalecer el modelo integral 
de salud, propiciando el acce-
so oportuno y equitativo, a los 
servicios sociales y de salud, 
fomentando hábitos y patro-
nes culturales saludables que 
reduzcan la carga de enfer-
medad y morbimortalidad en 
el municipio. 

* Buscó aumentar número de 
instituciones educativas con 
implementación de  
proyecto de sexualidad y cons-
trucción de ciudadanía.  
* Aumentar el número de IPS 
que implementan el modelo 
de atención de  
servicios amigables para ado-
lescentes y jóvenes.  
 
* Aumentar número de IPS 
con rutas de atención para la 
violencia de género y la con-
flictividad.  
 
* Generar estrategias de edu-
cación y movilización social 
para sensibilizar a la población 
general sobre estigma y 
discriminación y derechos 
sexuales y reproductivos, con 
enfoque diferencial y perspec-
tiva de género.

Con el objeto de prevenir 
embarazos en adolescen-
tes y otras problemáticas 
asociadas, 3.000 mujeres 
adolescentes entre los 
11 y los 17 años fueron 
orientadas en la genera-
ción de un programa de 
vida basado en una toma 
de decisiones asertiva.  
En el año 2018, y en cabe-
za de la Secretaría de la 
Mujer e Inclusión Social, 
se formuló e implemen-
tó la política pública de 
“Mujer y equidad de 
género”, mediante el 
acuerdo municipal 025, 
la cual busca empoderar 
a las niñas y mujeres en 
la toma de decisiones e 
igualdad de oportuni-
dades y con garantía de 
sus derechos fundamen-
tales. Una de sus líneas 
estratégicas es la pre-
vención de la violencia 
de género. 

* Busca garantizar atención 
integral materno perinatal 
en el cuatrienio.  
* Número de IPS públicas y 
privadas de primer nivel 
con el modelo de servicios 
amigables para 
adolescentes y jóvenes, en 
el cuatrienio.  
* Número de nuevas IPS cer-
tificadas como instituciones 
amigas de 
la mujer y la infancia -IAMI- 
en el cuatrienio. 



Periodo 2016-2019 Periodo 2020-2023

Programas Subprogramas / Proyectos Programas Subprogramas/Proyectos

So
ga

m
os

o

A través del Centro Amigable 
se dio orientación relaciona-
da con planificación familiar 
a adolescentes y jóvenes; las 
IPS hicieron lo propio con el 
suministro de preservativos, 
especialmente el condón, 
por ser un anticonceptivo de 
doble protección. 

* Aumentar el número muje-
res adolescentes sensibiliza-
das y orientadas (11- 17 años) 
en proyecto de vida, y toma de 
decisiones.  
* Realizar campañas en pro-
yecto de vida, y toma de deci-
siones a mujeres adolescentes 
entre los 11 y los 17 años. Así 
mismo, desde el proyecto “Cla-
se a lo Bien Salud” desde el 
pupitre se trabaja, en todas las 
instituciones oficiales, sobre 
los derechos sexuales y repro-
ductivos con los adolescentes. 

Uno de los cinco ejes de 
este programa es el de 
la salud y nutrición. En 
este sentido, se plantea 
la necesidad de imple-
mentar un programa de 
seguridad alimentaria 
que beneficie a familias 
focalizadas en extrema 
pobreza, especialmente 
familias que fueron aten-
didas por la estrategia 
nacional Red Unidos, 
orientación sobre los 
derechos sexuales y re-
productivos a partir de la 
estrategia ZOE.
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